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ResumenLas condiciones de la ejecución penitenciaria, que afectan al nivel de restricción de la libertad,se vinculan con la evolución de las personas privadas de libertad en su proceso de rehabilitación.Las tendencias político-criminales del riesgo que se observan en las últimas décadas han dado lugara que, en las evaluaciones de esa evolución, tenga un peso cada vez mayor la valoración del riesgo.En este sentido, destaca el uso de las herramientas de valoración y gestión de riesgos en el ámbitopenitenciario y, en concreto, el protocolo RisCanvi en el sistema penitenciario catalán. Desde unaperspectiva jurídico-penal, y desde la preocupación por el respeto a los derechos fundamentales de laspersonas privadas de libertad, en este trabajo, se plantea el análisis del uso que se hace del RisCanvien la toma de decisiones penitenciarias. Para ello, se realiza un estudio a través de entrevistas a losagentes que participan en la toma de decisiones penitenciarias que pretende mostrar a qué realidaddebe enfrentarse un Derecho penal con garantías.
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AbstractPrison conditions, which affect the level of restriction of liberty, are linked to the evolution ofpeople deprived of liberty in their rehabilitation process. Political-criminal trends of risk observed inrecent decades have given rise to the fact that, in the evaluations of this evolution, risk assessmenthas an increasingly greater weight. In this sense, the use of risk assessment and management toolsin the penitentiary environment and, specifically, the RisCanvi protocol in the Catalan penitentiarysystem, stands out. From a legal-criminal perspective, and from the concern for the respect of thefundamental rights of people deprived of liberty, this work proposes the analysis of the use of RisCanviin the penitentiary decision making. Hence, a study is carried out with interviews to the agents thatparticipate in the penitentiary decision making. It aims to show the reality that a criminal law withguarantees must face.
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EL USO DEL RISCANVI EN LA TOMA DE DECISIONES PENITENCIARIAS

1. INTRODUCCIÓN1 La ejecución de la pena de prisión abre un espacio y tiempo —en ocasiones,verdaderamente amplio, o incluso, indefinido2 — en el que la persona privada de libertadno se encuentra en un estado fijo o invariable. Lo que permanece es su situación de sujecióna los poderes públicos —particularmente, al poder punitivo dirigido por la jurisdicción penaly, materialmente, a la Administración penitenciaria—. Sin embargo, el paso del tiempo y lasucesión de determinados acontecimientos, son susceptibles de generar múltiples y diversoscambios, en dos sentidos muy distintos. Por un lado, la normativa penitenciaria prevé laposibilidad de que las condiciones de la ejecución varíen en su aspecto más sustancial: elgrado de afectación de la libertad; con el acceso, en su caso, a salidas al exterior, a regímenesde vida en semilibertad, o incluso, al cumplimiento de la pena fuera de prisión. Por otro lado,la persona privada de libertad continúa su recorrido vital. Si bien es cierto que el ingresoen prisión supone el impedimento o, al menos, la obstaculización de la realización de casicualquier proyecto vital durante la ejecución de la pena, la persona presa vive ese tiempo, loque significa que —como cualquier persona— experimenta cambios personales, familiares,laborales, etc. Nuestro modelo penitenciario pretende vincular estos cambios de un modomuy concreto: la idea es que la persona evolucione según el recorrido tratamental propuesto—lo que implica determinados cambios— y, en caso de constatarse dicha evolución, es posibleplantear la modificación de las condiciones de la ejecución para el disfrute de un mayor gradode libertad.En la actualidad, cada vez más, esta evolución de la persona se encuentra vinculada con laapreciación de riesgos, especialmente el de reincidencia. En este sentido, se han desarrolladoe implementado herramientas para la valoración y gestión de riesgos que deben utilizar losy las profesionales que intervienen en el medio penitenciario. Si bien en el Estado españolexisten varios instrumentos de este tipo que se utilizan para medir riesgos, el RisCanvi —apesar de que se circunscribe al ámbito de la Administración penitenciaria catalana— es degran interés porque constituye “el protocolo más complejo y completo de todos cuantosactualmente son de aplicación en el Estado español”3 , y porque su implementación en elsistema penitenciario catalán muestra la influencia que pueden llegar a tener este tipo deinstrumentos en nuestro modelo de penalidad. Por eso, el objetivo de este trabajo es conocercómo se utiliza el protocolo RisCanvi en el ámbito penitenciario catalán: en qué momentosy con qué finalidades se realiza, cómo son los procesos para su aplicación y utilización por
1 Agradecimientos. A Arnau y a Sara, sin vosotros esta investigación no hubiera sido posible, gracias. A Lohitzune
Zuloaga Lojo, profesora Contratada Doctora del Departamento de Sociología y Trabajo Social de la Universidad Pública
de Navarra, por sus valiosísimos consejos sobre metodología para la investigación. A la Secretaria de Mesures Penals,
Reinserció i Atenció a la Víctima del Departament de Justícia de la Generalitat de Catalunya, por autorizar el acceso
a datos para llevar a cabo esta investigación. Y, por último, quiero reiterar y hacer público mi enorme agradecimiento
a todas las personas que han participado en esta investigación, regalándome parte de su valioso tiempo para la
realización de las entrevistas y explicándome de manera amplia, precisa y detallada cómo se utiliza el protocolo
RisCanvi en la práctica (y muchas cosas más).
2 Esto es así desde que en el año 2015 se introdujera la conocida como “prisión permanente revisable”, un tipo de
pena de duración, en principio, indeterminada.
3 CASTRO LIÑARES, D.: Los instrumentos de valoración y gestión de riesgos en el modelo de penalidad español, Reus,
Madrid, 2019, p. 106.
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los distintos agentes que intervienen en los procesos de toma de decisiones penitenciarias, ycuáles son sus consecuencias.Para abordar esta cuestión, antes, analizaré brevemente algunos aspectos de la ejecuciónde la pena de prisión y cómo han afectado las tendencias político-criminales de las últimasdécadas al sistema penitenciario, generando cambios y la introducción de nuevas lógicas. Acontinuación, realizaré una aproximación general a los instrumentos de valoración y gestiónde riesgos en la que abordaré cuáles son las principales críticas que han recibido, y, desdeahí, aterrizaré en el protocolo RisCanvi. A partir de estas líneas teóricas, presentaré el estudiorealizado sobre el uso del protocolo RisCanvi: mostraré los resultados del estudio cualitativorealizado a través de una serie de entrevistas a quienes intervienen en los procesos de tomade decisiones penitenciarias. Y, finalmente, con todo ello, expondré una serie de conclusiones.
2. LA TOMA DE DECISIONES PENITENCIARIASLa ejecución de la pena de prisión remite a la puesta en funcionamiento del sistemapenitenciario, un complejo entramado jurídico, penal y administrativo, que se nutre dedistintos tipos de normas y ámbitos de regulación, y en el cual la Administración penitenciariaostenta un papel protagonista. Su complejidad y particularidades, y la tradicional pretericiónde esta fase por parte de la doctrina penal4 , han permitido una tendencia hacia su
administrativización 5 . Si bien la aprobación en 1979 de la Ley Orgánica General Penitenciaria(en adelante, LOGP) supuso un avance hacia el reconocimiento de importantes garantíasjurídicas en la fase penitenciaria —con la afirmación de la vigencia del principio de legalidadpenal en la ejecución (art. 2 LOGP) y de su carácter jurisdiccional, creando los Juzgados deVigilancia Penitenciaria (en adelante, JVP)—, posteriormente, la aplicación jurisprudencial dela doctrina de las relaciones de sujeción especial6 y la falta de elaboración de las prometidasleyes procesales penitenciarias (art. 78 LOGP) —entre otras cuestiones—, han supuesto el
4 CUTIÑO RAYA, S.: Fines de la pena, sistema penitenciario y política criminal, Tirant lo Blanch, Valencia, 2017, p. 11;
MATA Y MARTÍN, R.M.: “La pena y su ejecución: la integración del Derecho penitenciario en el sistema penal”, en
Revista Brasileira de Ciências Criminais, vol. 145, año 26, 2018, p. 368; CERVELLÓ DONDERIS, V.: “Individualización
garantista en el ejercicio de la discrecionalidad penitenciario”, en Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales, vol.
LXXII, 2019, p. 220.
5 RODRÍGUEZ SÁEZ, J.A.: “El derecho de defensa y de asistencia letrada en la fase de ejecución de las penas
privativas de libertad: Un análisis del deber ser”, en Cárcel y derechos humanos: un enfoque relativo a la defensa
de los derechos fundamentales de los reclusos, Rivera Beiras, I. (coord.), Bosch, Barcelona, 1992, p. 211: señala “la
artificiosidad e injustificación de la autonomía que se ha atribuido a dicha Administración, desde los sectores del
penitenciarismo oficial, así como de la construcción de una relación jurídico-administrativa con supuesta prevalencia
sobre la jurídico-penal «previa y subyacente»”; HORVITZ, M.I.: “La insostenible situación de la ejecución de las penas
privativas de libertad: ¿vigencia del Estado de derecho o estado de naturaleza?”, en Política Criminal, vol. 13, núm. 26,
2018, p. 929.
6 Las SSTC 2/1987, de 21 de enero y 120/1990, de 27 de junio, entre otras, avalaron la doctrina de la relación de
sujeción especial en el sistema penitenciario. En la STC 2/1987, se explica el fundamento de la sujeción especial:
“El interno se integra en una institución preexistente y que proyecta su ‘autoridad’ sobre quienes, al margen de
su condición común de ciudadanos, adquieren el status especifico de individuos sujetos a un poder público que
no es el que, con carácter general, existe sobre el común de los ciudadanos”. Con ello, se admite la limitación de
derechos fundamentales (SSTC 35/1996 y 207/1996), y se reconoce que el principio de legalidad “pierde parte de
su fundamentación material” (STC 2/1987). No obstante, debe apuntarse que, en los últimos años, se han dictado
sentencias que, pese a no abandonar la categoría de las relaciones de sujeción especial, no mantienen su utilización
como doctrina justificativa para la restricción de derechos fundamentales (SSTC 6/2020, de 27 de enero, 18/2020, de
10 de febrero, y 164/2021, de 4 de octubre).
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mantenimiento de la consideración de la fase penitenciaria como un ámbito ajeno a lo penal y,en consecuencia, carente de las garantías jurídicas que se entienden necesarias para limitar el
ius puniendi del Estado.En este marco, nuestro modelo penitenciario se configura como un sistema de
individualización científica, el cual determina la forma en que se toman las decisionespenitenciarias. Este sistema se contrapone con el anterior, de tipo progresivo, que dividía lacondena en una serie de fases consecutivas, de manera que las condiciones de la ejecución seencontraban determinadas por el trascurso del tiempo7 . Por el contrario, la individualizaciónes, en este caso, el criterio determinante de las condiciones de la ejecución y el transcursodel tiempo no constituye un requisito para el acceso a ningún grado de clasificación —salvoen caso de haberse acordado en la sentencia condenatoria la aplicación del periodo deseguridad—. Así, en este modelo de individualización científica, la toma de decisiones exige laincorporación de valoraciones de profesionales sobre el individuo en concreto, y las fases nose suceden unas detrás de otras, sino que son posibles trayectorias diversas en función de lasmencionadas individualizaciones.La guía de este sistema de individualización es el mandato constitucional del art. 25.2de la Constitución española (en adelante, CE), que establece la orientación de las penasprivativas de libertad y las medidas de seguridad hacia la reeducación y la reinserción social.El art. 72.4 LOGP constituye una materialización legal de ese mandato que determina elfuncionamiento del sistema penitenciario: “En ningún caso se mantendrá a un interno en ungrado inferior cuando por la evolución de su tratamiento se haga merecedor a su progresión”.Desde mi punto de vista, este mandato constitucional no solo debería traducirse en unaprogresión hacia la libertad acorde con la evolución del sujeto en el tratamiento que impidasiempre una mayor restricción de la libertad de la necesaria, sino que —sin perder su carácterindividualizador— debería implicar la obligación de que toda persona condenada a una penade prisión cumpla dicha pena con el máximo contacto posible con el exterior y transitandosiempre por fases que vayan atenuando su grado de privación de libertad8 . No obstante,incluso a pesar de que los estudios criminológicos muestran que aquellas personas que pasanpor el tercer grado o la libertad condicional antes de alcanzar la libertad definitiva reincidenmenos9 , esta última obligación no se contempla en la ley10 . Lo que sí se prevé expresamentees la centralidad del tratamiento penitenciario, dirigido a la reeducación y la reinserción social
7 FERNÁNDEZ BERMEJO, D.: “El sistema de ejecución de condenas en España: el sistema de individualización
científica”, en Estudios Penales y Criminológicos, vol. 35, 2015, p. 136.
8 De esta opinión es NAVARRO VILLANUEVA, C.: Ejecución de la pena privativa de libertad: garantías procesales, Bosch,
Barcelona, 2002, p. 232, quien lo considera necesario para evitar la discrecionalidad en la toma de las decisiones
penitenciarias que modulan el grado de restricción de la libertad.
9 Entre otros, un estudio titulado “Tasa de reincidencia en la libertad condicional y de inactividad delictiva en
tercer grado en Cataluña”, publicado en 2019 por el Centre d’Estudis Jurídics i Formació Especialitzada (CEJFE) de la
Generalitat de Catalunya concluía: “Una salida progresiva en libertad a lo largo de la condena da mejores resultados
en términos de reincidencia. En comparación con un cumplimiento íntegro de la pena en régimen ordinario, los
resultados de reincidencia y de inactividad delictiva son mejores para los que han salido de forma progresiva. Además,
los estudios consultados concluyen que el medio abierto aporta una mejor eficiencia económica como servicio público
y facilita la gestión y la seguridad penitenciaria”.
10 Resulta ilustrativo que la Administración penitenciaria catalana, ante el hecho de que algunas personas presas
alcanzan la libertad definitiva sin un acercamiento progresivo a la libertad —concretamente, aquellas respecto
de las que se aprecia un mayor riesgo de reincidencia— y el conocimiento de estudios que indican la mayor
probabilidad de reincidencia en estos casos, aprobó la Instrucción 2/2019, relativa al procedimiento de trabajo para
la excarcelación de internos con riesgo alto de reincidencia delictiva violenta, creando un protocolo aplicable a
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(art. 59.1 LOGP), que es el que marca —pues se rige por su evolución— los términos de laindividualización.Las problemáticas en relación con el tratamiento penitenciario son numerosas. Se discute,en primer lugar, su eficacia: si es posible llevar a cabo un proceso de resocialización conéxito aislando a la persona de la sociedad, o si los programas de tratamiento son adecuadosy cuentan con los recursos suficientes para alcanzar los objetivos propuestos. También seplantea si hay personas que no necesitan realizar ningún tipo de tratamiento y, en su caso,por qué criterios debe regirse la ejecución de su condena, o si esto debiera implicar suexcarcelación. Asimismo, se discute si el tratamiento es un derecho que puede exigirse ala Administración o —en el extremo opuesto— si constituye una obligación de la personapresa, apareciendo aquí la discusión sobre su voluntariedad. Y, de nuevo, esta cuestión remitea la problemática sobre la posible ineficacia del tratamiento, en este caso, por su carácterobligatorio11 y por su posible instrumentalización, por parte de unos12 y otras13 .La cuestión relativa a la obligatoriedad o voluntariedad del tratamiento es muy relevante,especialmente, por dos motivos. En primer lugar, porque nuestro modelo penitenciariopivota sobre el tratamiento y su evolución, de manera que la posibilidad de renunciar a éldesmonta —o vacía— todo el sistema de ejecución penitenciaria tal y como actualmentese encuentra concebido. Y, en segundo lugar, porque su imposición es contraria al derechoal libre desarrollo de la personalidad de la persona privada de libertad. Es cierto que lanormativa penitenciaria no incluye el tratamiento entre los deberes de las personas privadasde libertad, sino que se prevé el fomento de su colaboración (arts. 4 y 71 LOGP), e incluso,el art. 4 del Reglamento Penitenciario de 1996 (en adelante, RP) lo prevé como un derecho.Sin embargo, de acuerdo con el sistema de individualización científica, todas las decisionesque pueden tomarse a lo largo de la ejecución penitenciaria se encuentran vinculadas con lavaloración de la evolución en el tratamiento. De esta forma, a pesar de que la persona penada,efectivamente, pueda aceptar o rechazar el tratamiento, su rechazo tendrá consecuenciasdesfavorables en sus posibilidades de acceder a mayores cotas de libertad14 , lo que genera“coacciones indirectas”15 para su aceptación y permite discutir su carácter voluntario.
determinadas excarcelaciones con el objetivo de tratar de paliar o reducir las consecuencias negativas de esa falta de
progresividad.
11 GARCÍA-BORÉS ESPI, J./LÓPEZ GONSÁLVEZ, T./OVIEDO FUENTES, P./GARÉS CALABUIG, C.: “Lógicas, contenidos y
límites del modelo rehabilitador”, en Crítica Penal y Poder, núm. 9, 2015, p. 86: “sin voluntariedad, sin deseo sincero,
ninguna intervención psicológica tiene ninguna oportunidad de éxito”. También: SOLAR CALVO, P.: “¿Es el tratamiento
penitenciario voluntario? Valoración de la cuestión a la luz de la prisión permanente revisable”, en Anuario de Derecho
Penal y Ciencias Penales, vol. LXXI, 2018, p. 311.
12 GARCÍA-BORÉS ESPI, J./LÓPEZ GONSÁLVEZ, T./OVIEDO FUENTES, P./GARÉS CALABUIG, C.: “Lógicas, contenidos y
límites del modelo rehabilitador”, op. cit., pp. 84-85: “la práctica de la evaluación de la conducta, acaba convirtiendo
la intervención tratamental en un instrumento del control disciplinario, pervirtiendo de este modo su finalidad
rehabilitadora”.
13 SOLAR CALVO, P.: “¿Es el tratamiento penitenciario voluntario? Valoración de la cuestión a la luz de la prisión
permanente revisable”, op. cit., p. 314: “El tratamiento queda reducido a mero instrumento a través del que acceder lo
antes posible a la dinámica de permisos y el tercer grado”.
14 SOLAR CALVO, P.: “¿Es el tratamiento penitenciario voluntario? Valoración de la cuestión a la luz de la prisión
permanente revisable”, op. cit., p. 313.
15 GALLEGO DÍAZ, M.: “Tratamiento penitenciario y voluntariedad”, en Revista de Estudios Penitenciarios, núm. Extra,
2013, pp. 102-103.
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Desde mi punto de vista, este vínculo entre las condiciones de la ejecución y la valoraciónde la evolución en el tratamiento se revela una cuestión central que debe abordarseseriamente, de manera que es urgente el análisis de la toma de determinadas decisionesen el ámbito penitenciario desde la perspectiva de las garantías jurídicas que deben limitar elpoder de castigar.
2.1 Las decisiones penitenciarias que afectan al nivel de restricción
de la libertadHay que reconocer que la ejecución penitenciaria se integra de una “amalgama deactividades heterogéneas”16 y de un “universo normativo muy dispar”17 , en el que confluyennormas técnicas, organizativas, procedimentales, etc. Sin embargo, este reconocimiento nodebe impedir que se advierta que hay cuestiones penitenciarias que constituyen aspectossustanciales de la pena privativa de libertad, en tanto en cuanto determinan las condiciones dela ejecución penitenciaria y tienen incidencia en el grado de restricción de la libertad que seimpone a la persona presa y, por tanto, en el nivel de aflictividad de la pena, en su gravedad.La determinación de la pena de prisión no finaliza con la sentencia condenatoria, enla que se establece la duración de esa pena, sino que, después, las condiciones de suejecución determinan su contenido18 . En este sentido, entendiendo la ejecución como elmomento de realización del ius puniendi, algunos autores y autoras reivindican su vinculacióncon el ámbito penal y sus garantías. En este sentido, Mata y Martín sostiene que lasnormas penitenciarias completan las penales porque, sin las primeras, las segundas seríanirrealizables19 , y considera la fase penitenciaria como una “etapa decisiva y llena de aspectosjurídico-penales”20 . Por otro lado, Mapelli Caffarena entiende que “sin su ejecución lapena carecería de contenido” y que no sería posible que se alcanzaran los fines que se leatribuyen21 . Finalmente, Navarro Villanueva considera imprescindible la aplicación en la

16 NAVARRO VILLANUEVA, C.: Ejecución de la pena privativa de libertad: garantías procesales, op. cit., p. 105.
17 MAPELLI CAFFARENA, B.: “Algunas cuestiones relacionadas con las garantías jurídicas de los beneficios
penitenciarios”, en Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales, vol. LXXII, 2019, p. 49.
18 MARTÍNEZ ESCAMILLA, M.: “Derechos fundamentales entre rejas. Algunas reflexiones acerca de los derechos
fundamentales en el ámbito penitenciario, al tiempo que un comentario de la jurisprudencia constitucional al
respecto”, en Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales, vol. LI, 1998, p. 264. También: MATA Y MARTÍN, R.M.:
“La pena y su ejecución: la integración del Derecho penitenciario en el sistema penal”, op. cit., p. 385: “La integración
de las normas penales y penitenciarias de los ámbitos estrictos penal y penitenciario se muestra nuevamente en el
proceso de determinación de la pena, conforme al cual la sanción privativa de libertad va adquiriendo los contornos
efectivos que el penado va a recibir”.
19 MATA Y MARTÍN, R.M.: “La pena y su ejecución: la integración del Derecho penitenciario en el sistema penal”, op.
cit., p. 384.
20 MATA Y MARTÍN, R.M.: “La pena y su ejecución: la integración del Derecho penitenciario en el sistema penal”, op.
cit., p. 392: “En este sentido la ejecución de la pena privativa de libertad, el Derecho Penitenciario, pertenece por
Derecho propio al sistema penal y a su vez el sistema penal en su interna coherencia no se puede entender sin la
integración del Derecho penitenciario”.
21 MAPELLI CAFFARENA, B.: “Algunas cuestiones relacionadas con las garantías jurídicas de los beneficios
penitenciarios”, op. cit., p. 51: “distinguir entre pena, por un lado, y la «vida de la pena», por otro, como si aquella
pudiera existir materialmente al margen de su ejecución, es contrario a toda lógica jurídica, a toda experiencia y a la
propia teoría de la pena. Una visión integradora de la pena en la que se tenga en consideración tanto su duración
como su intensidad constituye una unidad inescindible en un sistema penal orientado a la prevención”. Asimismo,
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ejecución de todas las garantías propias del proceso penal, partiendo de la consideraciónde que la ejecución es la fase del proceso penal en la que se produce la realización del ius
puniendi 22 .Sin embargo, si bien en la doctrina se encuentran algunas posiciones como las anteriores,tradicionalmente, se ha observado un menor reconocimiento de garantías durante la fase deejecución (la atenuación de las garantías propias del principio de legalidad penal, entre otras).Desde mi punto de vista, debe ponerse el foco en las decisiones penitenciarias que sirven paradefinir las condiciones de la ejecución23 ] y que, con ello, determinan el nivel de restricciónde la libertad, para reivindicar que, en la toma de estas decisiones, debe asegurarse la plenavigencia de las garantías jurídicas que limitan el poder de castigar.A pesar de que la condena a una pena de prisión supone la privación del derecho ala libertad ambulatoria, no puede negarse que la persona condenada sigue disfrutando deun grado de libertad y que existen determinados incidentes penitenciarios que tienen unaafectación directa en ese margen de autogobierno que conserva la persona presa24 . Delo contrario, esto equivaldría a entender que la condena a prisión convierte a la personaen un objeto, haciendo desaparecer hasta el último reducto de su libertad susceptible deprotección25 . En el ámbito penitenciario, existen múltiples decisiones que afectan al nivelde restricción de la libertad tanto en sentido restrictivo como en sentido ampliatorio,como, por ejemplo, las de clasificación en los distintos grados penitenciarios, los cualesimplican regímenes de vida en los que la persona disfruta de muy diferentes posibilidadesde autonomía personal y de contacto con el exterior, la concesión o denegación de permisosde salida y de la libertad condicional, la aplicación del art. 75 RP o la imposición de la sancióndisciplinaria de aislamiento, entre otras.En relación con las decisiones ampliatorias de la libertad, parte de la doctrina —tantopenal como penitenciaria— se decanta por la consideración de estas como beneficiospenitenciarios —en lugar de considerarlas derechos—, obviando la trascendencia de suafectación al derecho fundamental a la libertad. Frente a esto, Mapelli Caffarena defiendela consideración de aquellas como derechos y apunta la idea de que, en cualquier caso, la
entiende que la forma de cumplimiento “contiene en no pocas ocasiones más carga aflictiva que la duración temporal”,
de manera que “no tendría sentido que redujéramos, pues, el concepto de sustantividad a la duración, sin abarcar la
forma de ejecución”.
22 NAVARRO VILLANUEVA, C.: Ejecución de la pena privativa de libertad: garantías procesales, op. cit., p. 275. También
considera la ejecución una fase del proceso penal: RODRÍGUEZ SÁEZ, J.A.: “El derecho de defensa y de asistencia
letrada en la fase de ejecución de las penas privativas de libertad: Un análisis del deber ser”, op. cit., p. 197.
23 NAVARRO VILLANUEVA, C.: “La nueva regulación del derecho a la asistencia letrada durante el cumplimiento de
la pena privativa de libertad”, en Nuevos horizontes del Derecho procesal. Libro-homenaje al profesor Ernesto Pedraz
Penalva, Jimeno Bulnes, M., Pérez Gil, J. (coords.), Bosch, Barcelona, 2016, p. 788.
24 MARTÍNEZ ESCAMILLA, M.: “Derechos fundamentales entre rejas. Algunas reflexiones acerca de los derechos
fundamentales en el ámbito penitenciario, al tiempo que un comentario de la jurisprudencia constitucional al
respecto”, op. cit., p. 265: “Es la legislación penitenciaria la que configura no sólo el status jurídico del preso, los
derechos y deberes que lo integran, sino también su status libertatis. (…) Es decir, sería la legislación penitenciaria, al
regular cómo se ejecuta la pena privativa de libertad, la que configura esta de una forma más restrictiva o más flexible,
estableciendo graduaciones, etc., por lo que cualquier restricción sustancial del status libertatis que la legislación
asigna al preso podría considerarse que afecta a su derecho a la libertad”.
25 MARTÍNEZ ESCAMILLA, M.: “Derechos fundamentales entre rejas. Algunas reflexiones acerca de los derechos
fundamentales en el ámbito penitenciario, al tiempo que un comentario de la jurisprudencia constitucional al
respecto”, op. cit., p. 266.
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argumentación formal del nomen iuris no debe evitar el reconocimiento de las característicasmateriales de una determinada institución jurídica26 . Por su parte, Cervelló Donderiscritica que estas decisiones constituyen “claros paradigmas de decisiones administrativas quebajo un soporte legal débil tienen una incidencia directa sobre los derechos de los internos”27 .Desde mi punto de vista, este tipo de decisiones, en tanto en cuanto, materialmente,modifican el grado de restricción de la libertad, deberían ser consideradas decisiones
penales 28 ; y, como tales, deberían estar revestidas de todas las garantías que limitan elpoder punitivo y, especialmente, debería exigirse un canon reforzado de motivación29 . Laconsecuencia más importante de esta consideración sería la plena aplicación del principio delegalidad penal, que supondría la exigencia de la determinación legal de los criterios que rigenla toma de estas decisiones, sin que fuera admisible su previsión reglamentaria y, menos aún,administrativa30 . Sin embargo, el escenario actual dista mucho de un reconocimiento efectivode garantías como este.Si se analizan los criterios existentes en la actualidad para la concesión de los permisosordinarios de salida, el tercer grado o la libertad condicional —cuestión que no se abordaen este trabajo porque impediría que se ajustara a su adecuada extensión—, se compruebaque su determinación legal es muy limitada, que en ella se utilizan conceptos indeterminadosy ambiguos, y que así se deja un amplio margen tanto al desarrollo reglamentario como—especialmente— a la discrecionalidad administrativa31 . Además, junto a lo anterior, hay quetener en cuenta que, en el proceso de toma de estas decisiones, participa una pluralidad deórganos y agentes, de distinta naturaleza (tanto administrativa como judicial), con distintoscriterios y sometidos a diferentes normativas32 , con competencias diferentes que dependende la decisión de que se trate33 y/o de la fase del proceso de la toma de la decisión34 ,
26 MAPELLI CAFFARENA, B.: “Algunas cuestiones relacionadas con las garantías jurídicas de los beneficios
penitenciarios”, op. cit., p. 42.
27 CERVELLÓ DONDERIS, V.: “Individualización garantista en el ejercicio de la discrecionalidad penitenciario”, op. cit., p.
237.
28 GALLEGO DÍAZ, M.: “Tratamiento penitenciario y voluntariedad”, op. cit., p. 109: “En el ámbito penitenciario, donde
existe una situación de no libertad, cualquier beneficio no recibido tiene la misma naturaleza que una pena”.
29 RODRÍGUEZ SÁEZ, J.A.: “La motivación de las resoluciones judiciales discrecionales en la fase de ejecución del
proceso penal”, en Cuadernos Penales José María Lidón, núm. 15, 2019, p. 94.
30 MAPELLI CAFFARENA, B.: “Algunas cuestiones relacionadas con las garantías jurídicas de los beneficios
penitenciarios”, op. cit., p. 44.
31 NAVARRO VILLANUEVA, C.: Ejecución de la pena privativa de libertad: garantías procesales, op. cit., p. 274;
CERVELLÓ DONDERIS, V.: “Individualización garantista en el ejercicio de la discrecionalidad penitenciario”, op. cit., p.
218. En este sentido, LARRAURI PIJOAN, E.: “«Se inventan sus leyes»: ¿Qué criterios se deben valorar en la concesión
de permisos de salida penitenciarios?”, en Juezas y jueces para la democracia, núm. 94, 2019, p. 44, advierte,
concretamente en relación con los permisos de salida, que esto puede dar lugar a que se genere una proliferación de
nuevos requisitos de naturaleza administrativa.
32 Me refiero al hecho de que las instrucciones y circulares de la Administración a las que deben atender los órganos
administrativos, no vinculan en absoluto a los órganos judiciales.
33 Por ejemplo, hay decisiones cuyo primer órgano decisor es administrativo y la decisión judicial procede solo en vía
de recurso, frente a otras cuya competencia decisoria es directamente judicial.
34 La defensa letrada solo es obligatoria cuando un asunto llega —si lo hace— a la apelación, de manera que, si la
persona privada de libertad no tiene medios para costearse un/a abogado/a particular, este actor no entrará en escena
hasta dicha fase del proceso.
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y que entre estos actores diversos se establecen determinadas relaciones35 que, a su vez,inciden en los resultados de esos procesos decisorios. La indeterminación legal y la pluralidadde intervinientes, junto a la ausencia de una norma legal procesal penitenciaria, genera unescenario de gran inseguridad jurídica36 , al que contribuye la escasa motivación de algunas delas resoluciones que se dictan en este ámbito.

2.2 Tendencias político-criminales de las últimas décadas: Derecho
penitenciario del enemigo y del riesgoLas características y problemáticas de las decisiones que afectan al grado de restricción dela libertad en nuestro modelo penitenciario se han visto afectadas por las tendencias político-criminales de las últimas décadas. En este sentido, se han llevado a cabo importantes reformaspenales que han materializado la preeminencia de fines de prevención general positiva, conelementos retributivos e inocuizadores, con continuas referencias en sus preámbulos a laexistencia de una demanda ciudadana de mayor protección frente a la delincuencia más gravey la que reincide. Así, han supuesto un incremento punitivo constante que se ha operado pormedio del adelantamiento de las barreras penales de protección (con la creación de nuevosdelitos, algunos de peligro abstracto), el aumento de la duración de las penas, la creación denuevas penas (como la prisión permanente revisable), y también, el endurecimiento de lascondiciones de la ejecución de la pena de prisión.En el ámbito de la ejecución penitenciaria, por un lado, desde un punto de vistasistemático, estas reformas penales han provocado una falta de coherencia o descoordinaciónentre la normativa penal reformada y la normativa penitenciaria, dado que esta última se hamantenido casi invariable desde su aprobación37 . Y, por otro lado, los cambios sustancialesque se han llevado a cabo en la ejecución penitenciaria constituyen manifestaciones delfenómeno del Derecho penitenciario del enemigo 38 , que es la plasmación en el ámbitopenitenciario de la cultura de la emergencia y la excepcionalidad, como vías de regresohacia el autoritarismo. Este fenómeno opera de la siguiente manera: a los sujetos que hancometido determinados delitos —los enemigos— se les atribuye automáticamente una especiede presunción de peligrosidad incuestionable39 y, en consecuencia, se introducen obstáculos

35 Debe tenerse en cuenta, por ejemplo, que, cuando un órgano judicial tiene que tomar una decisión penitenciaria,
prácticamente la única información con la que cuenta es la que le facilitan los órganos de la Administración
penitenciaria, de lo que se puede derivar una cierta relación de dependencia de los órganos judiciales respecto
de los administrativos.
36 LARRAURI PIJOAN, E.: “«Se inventan sus leyes»: ¿Qué criterios se deben valorar en la concesión de permisos
de salida penitenciarios?”, op. cit., p. 45: “la diversidad de exigencias y actores [equipos, Fiscalía, JVP…] provoca la
percepción de que el proceso de concesión de los permisos ‘no es justo, se inventan sus leyes’”.
37 MATA Y MARTÍN, R.M.: “La pena y su ejecución: la integración del Derecho penitenciario en el sistema penal”,
op. cit., p. 391; ORTIZ GONZÁLEZ, Á.L.: “Tutela judicial en la ejecución de las penas y medidas de seguridad: tribunal
sentenciador y juez de vigilancia penitenciaria”, en Cuadernos Penales José María Lidón, núm. 15, 2019, pp. 40-41;
BRANDARIZ GARCÍA, J.A.: “El Derecho y la prisión: Cambio y continuidad en el sistema penitenciario español”, en
Juezas y jueces para la democracia, núm. 94, 2019, p. 7: “la referida falta de adaptación de la normativa básica
penitenciaria solo puede interpretarse desde dos consideraciones”: “lo penitenciario se ha regulado mediante normas
de rango menor, esencialmente instrucciones y circulares” y “la realidad carcelaria ha sido objeto de limitada atención
por parte de los poderes legislativo y ejecutivo”.
38 Esta idea la expuso ya hace unos cuantos años ARRIBAS LÓPEZ, E.: “Aproximación a un ‘derecho penitenciario del
enemigo’”, en Revista de Estudios Penitenciarios, núm. 2532, 2007, pp. 31-59.
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—tanto por medio de las reformas legales (destaca la introducción, en 2003, del periodode seguridad) como en las prácticas penitenciarias (con la utilización de criterios comola gravedad del delito o la lejanía del cumplimiento de las 3/4 partes de la condena)—a las posibilidades de progresión hacia la libertad que ofrece la normativa penitenciaria,impidiendo la individualización y haciendo prevalecer un enfoque retributivo en esta fase dela pena40 . Este conjunto de elementos tiene la virtualidad de convertir la fase penitenciariaen una fase estática41 , por hacer inmodificables las condiciones de la ejecución, a pesar de laevolución del sujeto. La consecuencia última de esta tendencia son las condenas cumplidasíntegramente dentro de prisión, sin un contacto progresivo con la libertad42 , lo que,además de resultar contraproducente en términos de reincidencia delictiva, es absolutamentecontrario al mandato constitucional de reeducación y reinserción social.En la actualidad, los obstáculos derivados del Derecho penitenciario del enemigo siguenoperando en nuestra legislación y en las prácticas penitenciarias. Es cierto que, en losúltimos años, se han producido importantes cambios que no pueden englobarse dentro dedicho fenómeno, como la utilización prioritaria de la expulsión como respuesta frente a lacriminalidad de las personas extranjeras43 , la reducción de la población carcelaria desde201044 , el favorecimiento de la clasificación directa en tercer grado45 y el protagonismodel análisis de riesgos en el ámbito punitivo. Sin embargo, aunque tienen fundamentacionesy características distintas y parecen mostrar otras orientaciones punitivas, desde mi puntode vista, muchos de los cambios terminan convergiendo y formando parte de una mismatendencia punitivista o expansiva del control penal.
39 ACALE SÁNCHEZ, M.: “Apuntes sobre la inconstitucionalidad de la pena de prisión permanente revisable desde la
perspectiva del Derecho penitenciario”, en Contra la cadena perpetua, Arroyo Zapatero, L., Lascuraín Sánchez, J.A.,
Pérez Manzano, M. (eds.), Rodríguez Yagüe, C. (coord.), Ediciones Universidad de Castilla-La Mancha, Cuenca, 2016,
p. 164: la autora señala que parece que el punto de partida del legislador en las reformas penales es “que hay
determinados delincuentes —los asesinos y los terroristas— que serán peligrosos sociales hasta que mueran”.
40 CERVELLÓ DONDERIS, V.: “Individualización garantista en el ejercicio de la discrecionalidad penitenciario”, op.
cit., p. 224.
41 CERVELLÓ DONDERIS, V.: “Individualización garantista en el ejercicio de la discrecionalidad penitenciario”, op. cit., p.
225.
42 En este sentido, resulta interesante la consideración de ACALE SÁNCHEZ, M.: “Apuntes sobre la inconstitucionalidad
de la pena de prisión permanente revisable desde la perspectiva del Derecho penitenciario”, op. cit., p. 165, que
entiende que la libertad vigilada, introducida por la LO 5/2010, fue la consecuencia necesaria derivada del bloqueo
durante el cumplimiento de la pena de prisión de la progresividad hacia la libertad.
43 BRANDARIZ GARCÍA, J.Á.: “El Derecho y la prisión: Cambio y continuidad en el sistema penitenciario español”, op.
cit., p. 11.
44 Tanto en las cárceles dependientes de la Administración General del Estado como en las que dependen de la
Administración penitenciaria catalana, la población penitenciaria se ha reducido considerablemente desde 2010,
pasando, en el primer caso, de una tasa de 166,9 personas encarceladas por cada 100.000 habitantes a una de
116,3 en 2021, y, en el segundo caso, de una tasa de 140,8 personas encarceladas por cada 100.000 habitantes
a una de 100,3 en 2021. Información extraída de: http://www.gencat.cat/justicia/estadistiques_serveis_penitenciaris/
1_pob.html [última consulta: 09/01/2023].
45 En 2020, se publicó la Instrucción 6/2020, de 17 de diciembre, de la Secretaría General de Instituciones
Penitenciarias: Protocolo de ingreso directo en medio abierto; y, en Catalunya, la Secretaria de Mesures Penals,
Reinserció i Atenció a la Víctima publicó, en noviembre del mismo año, el Protocol per a l’ingrés i classificació en
centres penitenciaris oberts.
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En este sentido, actualmente, se advierte la emergencia de otro fenómeno: el Derecho

penitenciario del riesgo. Se trata de un fenómeno, quizás más innovador —al menosaparentemente46 —, por constituir la expresión, en el ámbito penitenciario, de las corrientesactuales que se basan en la introducción de racionalidades propias de la gestión de riesgos:el gerencialismo, que consiste en planteamientos de tipo económico y eficientistas para eldiseño de las políticas públicas, junto al actuarialismo punitivo47 , que se basa en el uso demétodos estadísticos para predecir el riesgo de comisión delictiva, controlarlo y, en función deeste, administrar la respuesta penal. En el ámbito punitivo, se está produciendo un cambio:de la apreciación de la peligrosidad, como atributo del sujeto determinado a través deljuicio clínico48 , a la valoración del riesgo, como estado del sujeto determinado por métodosestructurados de estimación del riesgo49 . Algunos autores consideran que este constituye un“auténtico cambio de paradigma”50 : la transformación en un nuevo sistema penal neoliberalpara una sociedad del riesgo, cada vez más individualizante —que no individualizador— de laresponsabilidad penal y más expansionista del control penal.En el ámbito penitenciario, la centralidad de la estimación de riesgos se traduce enla concepción de la persona privada de libertad como una fuente de peligro a la que esnecesario observar, estudiar y evaluar para tratar de determinar, con base en la evidenciacientífica51 , si en el futuro volverá a cometer delitos —o quebrantará la condena— y, en sucaso, que ese pronóstico incida en sus posibilidades y condiciones para acceder a la libertadde forma progresiva. Para poder implementar este enfoque, se incorporan los instrumentos devaloración y gestión de riesgos —a los que me referiré en el siguiente apartado—.El enfoque teórico en el que se ha materializado principalmente este cambio ha sidoel modelo de Andrews y Bonta de Riesgo, Necesidad y Responsividad (RNR)52 , con el que
46 RIVERA BEIRAS, I.: “Actualiarismo penitenciario: su recepción en España”, en Crítica Penal y Poder, núm. 9, 2015, p.
133: “este modelo de comprensión de la criminalidad, y de consecuente aplicación como técnica penitenciaria, no sólo
no es novedoso sino que puede ser largamente rastreado en la historia del pensamiento criminológico y penológico,
en especial en el campo cultural norteamericano”.
47 BRANDARIZ GARCÍA, J.Á.: El modelo gerencial-actuarial de la penalidad: eficacia, riesgo y sistema penal, Dykinson,
Madrid, 2016, p. 169: se refiere al “modelo gerencial-actuarial”.
48 MARTÍNEZ GARAY, L.: “La incertidumbre de los pronósticos de peligrosidad: consecuencias para la dogmática de las
medidas de seguridad”, en InDret, núm. 2, 2014, pp. 7-9.
49 MARTÍNEZ GARAY, L./MONTES SUAY, F.: “El uso de valoraciones del riesgo de violencia en Derecho penal: algunas
cautelas necesarias”, en InDret, núm. 2, 2018, pp. 4-5.
50 CUTIÑO RAYA, S.: Fines de la pena, sistema penitenciario y política criminal, op. cit., p. 246.
51 MARTÍNEZ GARAY, L.: “Evidence-based sentencing y evidencia científica. A la vez, algunas consideraciones sobre las
«políticas basadas en la evidencia» y el derecho penal”, en Teoría y Derecho: revista de pensamiento jurídico (TEODER),
núm. 28, 2020, p. 241: se trata de la incorporación de la evidence-based sentencing (EBS), que consiste en la aplicación
“de una serie de pautas y criterios que derivan de los resultados de investigaciones científicas rigurosas sobre las
prácticas que han demostrado ser más efectivas para reducir la reincidencia”. En las pp. 243-244, la autora explica
cómo, ante la crisis del ideal resocializador, el debate sobre los programas de tratamiento dio lugar a la elaboración de
nuevas propuestas por parte de profesionales y criminólogos/as cuyo objetivo era convencer a los/as responsables de
la gestión y la política de destinar recursos al tratamiento, ofreciendo “datos objetivos que avalaran su objetividad”.
52 ANDREWS, D.A./BONTA, J.: “Rehabilitating criminal justice policy and practice”, en: Psychology, Public Policy, and
Law, 2010, núm. 16, pp. 44-46: este modelo, que se construye en torno a la idea central de riesgo y su carácter
medible a través de métodos actuariales, se basa en tres principios: a) el principio del riesgo, que señala a quién debe
tratarse: consiste en dirigir los programas intensivos de tratamiento a las personas que presenten un riesgo alto de
reincidencia; b) el principio de necesidad, que señala qué debe tratarse: las denominadas “necesidades criminógenas”;
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se trata de “convertir las prisiones en centros de rehabilitación eficaces”53 . Si bien algunosopinan que este modelo es perfectamente compatible con el sistema de individualizacióncientífica de la LOGP, que tiene como guía el mandato de reeducación y reinserción social54 ,otras autoras han señalado que la parte más decisiva de este enfoque en términos político-criminales no es la rehabilitación, sino que el foco está puesto en la efectividad55 . De estaforma, la consecuencia última de esta tendencia es la sustitución del objetivo de la reinserciónpor la efectividad en la reducción de riesgos como guía o eje vertebrador de la ejecución dela pena de prisión. Es decir, el sistema de individualización científica —mermado de maneraimportante por las consecuencias del Derecho penitenciario del enemigo— parece, además,tender hacia un cambio en su criterio de individualización: de la reinserción al control deriesgos. No es que la idea de reinserción desaparezca, pero se subordinada a la idea de riesgo:el tratamiento reinsertador se determina en función del riesgo.
3. INSTRUMENTOS DE VALORACIÓN Y GESTIÓN DE RIESGOS: EL
PROTOCOLO RISCANVI

3.1 Los instrumentos de valoración y gestión de riesgosEl origen de los instrumentos de valoración y gestión de riesgos puede rastrearse ya enlos años 20 del siglo pasado, concretamente, en Estados Unidos, vinculados al otorgamiento yla gestión de la parole 56 . Su auge, sin embargo, se inició en las décadas de los 80 y 90, a partirde la caída del ideal resocializador y con el inicio de la era de la new penology, caracterizadapor discursos basados en la probabilidad y el riesgo, centrada en los objetivos de control yeficiencia, mediante la utilización de técnicas de identificación, clasificación y gestión para laanulación del riesgo57 .La llegada de estos instrumentos al Estado español ha sido tardía y, todavía hoy, bastante
tímida. El primer antecedente español son las Tablas de Valoración del Riesgo (TVR) yde Concurrencia de Circunstancias Particulares (M-CCP), que fueron introducidas por laInstrucción 1/1995, de 10 de enero58 . En la actualidad, el uso de las TVR y M-CCP se mantiene
c) el principio de responsividad, referido a cómo se debe intervenir: teniendo en cuenta el estilo de aprendizaje y las
habilidades del sujeto en concreto.
53 ANDRÉS-PUEYO, A.: “Epílogo”, en La prisión algorítmica. Prevención, reinserción social y tutela de derechos
fundamentales en el paradigma de los centros penitenciarios inteligentes, Simón Castellano, P., Tirant lo Blanch,
Valencia, 2022, p. 249.
54 ANDRÉS-PUEYO, A.: “Epílogo”, op. cit., p. 250: considera que el modelo RNR y el modelo de individualización de la
LOGP “están hechos el uno para el otro”.
55 MARTÍNEZ GARAY, L.: “Evidence-based sentencing y evidencia científica. A la vez, algunas consideraciones sobre las
«políticas basadas en la evidencia» y el derecho penal”, op. cit., p. 243.
56 CASTRO LIÑARES, D.: Los instrumentos de valoración y gestión de riesgos en el modelo de penalidad español, op. cit.,
pp. 63-65.
57 FEELEY, M.M./SIMON, J.: “The New Penology: Notes on the Emerging Strategy of Corrections and its Implications”,
en Criminology, núm. 30, 1992, p. 452.
58 Posteriormente, se aprobaron las Instrucciones 22/1996, de 16 de diciembre, 3/2008, de 6 de marzo, y 1/2012, de
3 de abril, manteniéndose en la actualidad la utilización de las TVR-CCP para valorar la concesión de los permisos de
salida.
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en las cárceles dependientes de la Administración General del Estado y, junto a ellas, se hanido desarrollando e incorporando otros instrumentos. Entre todos ellos, destaca el protocolo
RisCanvi, un instrumento que se comenzó a aplicar en torno al año 2009 para llevar a cabouna valoración de distintos riesgos, de manera periódica, a todas las personas privadas delibertad. Si bien es cierto que este protocolo solo se aplica en las cárceles dependientes de laAdministración penitenciaria catalana —que asumió la competencia en materia penitenciariaen el año 198459 —, en esta tendencia global hacia los enfoques del riesgo, el RisCanviconstituye la herramienta de este tipo más compleja y perfeccionada, y más sólidamenteimplantada, que en la actualidad existe en el territorio español60 . Por eso, a pesar de quesu ámbito de aplicación se restrinja al territorio catalán, “su importancia en el contextoespañol es insoslayable”61 y, además, su referencia es fundamental para entender la presenciae influencia que pueden llegar a tener los instrumentos de valoración y gestión de riesgos enel sistema penitenciario español62 . Es por este motivo por el que, después, me centraré en elanálisis de este instrumento en concreto, y, específicamente, en su forma de aplicación en elsistema penitenciario catalán.La introducción de este tipo de herramientas se ha justificado por la necesidad dereducir la discrecionalidad y la subjetividad inherente al juicio clínico63 . Se señala que estosmétodos ofrecen criterios científicos, amparados por un respaldo empírico —basado en datosestadísticos— y, por tanto, que dotan de objetividad a sus valoraciones64 . Otra de las virtudesque se les atribuyen es que recopilan la información que es relevante para la predicción delriesgo y desechan aquella que no lo es65 . Asimismo, otra ventaja que se aprecia en estosinstrumentos es que permiten atenuar la lógica dicotómica de la afirmación o negación depeligrosidad, gracias a los grados de probabilidad66 . Finalmente, también se considera que
59 El traspaso de la competencia se formalizó por medio del Real Decreto 3482/1983, de 28 de diciembre, sobre
traspasos de servicios del Estado a la Generalidad de Cataluña en materia de Administración Penitenciaria. Conviene
dejar aquí apuntado que, en el año 2021, se produjo el traspaso de la competencia penitenciaria al País Vasco (Real
Decreto 474/2021, de 29 de junio), y que Navarra sigue la misma senda, habiéndose producido también en 2021 el
traspaso de la competencia en materia de sanidad penitenciaria (Real Decreto 494/2021, de 6 de julio).
60 El RisCanvi es una herramienta más completa y perfeccionada que las TVR y M-CCP porque aprecia el riesgo
de aparición de cinco tipos de comportamiento, mientras que las TVR y M-CCP solo se refieren al riesgo de
quebrantamiento, y porque cuenta con información más actualizada (CASTRO LIÑARES, D.: Los instrumentos de
valoración y gestión de riesgos en el modelo de penalidad español, op. cit., p. 156: las TVR y M-CCP apenas se han
modificado, a pesar de que se construyeron hace casi 30 años). Asimismo, el RisCanvi se ha implantado de manera
que ha supuesto un cambio en el modelo de rehabilitación, puesto que coloca la valoración del riesgo en un lugar
central: tanto el diseño del tratamiento como la apreciación de su evolución se vincula con la evaluación del riesgo,
que se realiza periódicamente y a toda la población penitenciaria, mientras que las TVR y M-CCP se utilizan solo en el
momento de la concesión de los permisos de salida.
61 CASTRO LIÑARES, D.: Los instrumentos de valoración y gestión de riesgos en el modelo de penalidad español, op. cit.,
p. 106.
62 BRANDARIZ GARCÍA, J.Á.: El modelo gerencial-actuarial de la penalidad: eficacia, riesgo y sistema penal, op. cit., pp.
202 y ss.
63 RUEDA SORIANO, Y./NAVARRO BLASCO, E.: “Los sistemas actuariales de prevención y gestión de riesgos en el ámbito
penitenciario”, en Juezas y jueces para la democracia, núm. 94, 2019, p. 61.
64 CASTRO LIÑARES, D.: Los instrumentos de valoración y gestión de riesgos en el modelo de penalidad español, op. cit.,
pp. 87-88.
65 FÉREZ-MANGAS, D./ANDRÉS-PUEYO, A.: “Eficacia predictiva en la valoración del riesgo del quebrantamiento de
permisos penitenciarios”, en La Ley Penal, núm. 134, 2018, p. 4.
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dan estabilidad al sistema y permiten tanto agilizar el trabajo de los y las profesionales comoreforzar su seguridad en la toma de decisiones67 . Si bien deben reconocerse los aspectospositivos que se derivan del uso de este tipo de herramientas, también debe destacarse elelevado número de críticas que se les han realizado.

3.2 Críticas a los instrumentos de valoración y gestión de riesgosLas críticas que se han hecho en los últimos años a los instrumentos de valoración ygestión de riesgos han sido numerosas. Me limitaré a explicar brevemente las más relevantes.La primera crítica no deriva tanto de los instrumentos de valoración y gestión de riesgosen sí mismos, sino, más bien, de sus apariencias o de las presunciones que se hacen desu funcionamiento y posibilidades. El hecho de que en este tipo de instrumentos se utiliceel método científico-estadístico y se parta de evidencia empírica para llevar a cabo laspredicciones, puede hacer que parezcan infalibles y, en consecuencia, incuestionables68 .Sin embargo, a este respecto, deben advertirse dos cuestiones: en primer lugar, que laevidencia científica sobre una determinada cuestión no es unívoca69 ; y, en segundo lugar,que los fenómenos sociales y el comportamiento humano difieren de los fenómenos físicos,y no pueden ser equiparados en términos metodológicos ni de resultados70 . En definitiva,que debe evitarse una concepción simplista y reduccionista del comportamiento humano,partiendo de la premisa de su complejidad y de la imposibilidad de predecirlo.En segundo lugar, junto a las limitaciones predictivas derivadas del propio fenómeno quese pretende predecir, la segunda crítica es que —de hecho— el número de errores en estaspredicciones es muy elevado y que, incluso, no disminuye de forma significativa, respecto delque generan los juicios clínicos71 . Los estudios de validación que se han llevado a cabo paraevaluar la capacidad predictiva de este tipo de herramientas han arrojado resultados muypobres, con porcentajes frecuentemente inferiores al 50%72 . Esto no significa que se tratede malos instrumentos. Todo lo contrario: debe reconocerse que su configuración constituyeuna muestra de importantes avances científicos. De hecho, por mucho que se mejoren lastécnicas predictivas, deben mantenerse todas las cautelas, teniendo en cuenta: que —comomencionaba en la crítica anterior— los errores son inherentes a cualquier pronóstico respecto
66 MARTÍNEZ GARAY, L.: “La incertidumbre de los pronósticos de peligrosidad: consecuencias para la dogmática de las
medidas de seguridad”, op. cit., p. 9.
67 CASTRO LIÑARES, D.: Los instrumentos de valoración y gestión de riesgos en el modelo de penalidad español, op. cit.,
pp. 87-88.
68 BRANDARIZ GARCÍA, J.Á.: El modelo gerencial-actuarial de la penalidad: eficacia, riesgo y sistema penal, op. cit., p.
209.
69 MARTÍNEZ GARAY, L.: “Evidence-based sentencing y evidencia científica. A la vez, algunas consideraciones sobre las
«políticas basadas en la evidencia» y el derecho penal”, op. cit., p. 248.
70 MARTÍNEZ GARAY, L.: “Evidence-based sentencing y evidencia científica. A la vez, algunas consideraciones sobre las
«políticas basadas en la evidencia» y el derecho penal”, op. cit., p. 250.
71 MARTÍNEZ GARAY, L.: “Evidence-based sentencing y evidencia científica. A la vez, algunas consideraciones sobre
las «políticas basadas en la evidencia» y el derecho penal”, op. cit., pp. 251 y 255: “hoy por hoy no ha mejorado
sustancialmente la capacidad para identificar a los sujetos con mayor probabilidad de cometer nuevos delitos violentos
sin incurrir en elevadas cifras de falsos positivos”.
72 MARTÍNEZ GARAY, L.: “La incertidumbre de los pronósticos de peligrosidad: consecuencias para la dogmática de las
medidas de seguridad”, op. cit., pp. 35-37.

Estudios Penales y Criminológicos., 44(ext) (2023). ISSN-e: 2340-0080https://doi.org/10.15304/epc.44.8884 13

https://doi.org/10.15304/epc.44.8884


Lorena Alemán Aróstegui
del comportamiento de una persona; que, de acuerdo con las leyes estadísticas, tratar depredecir un fenómeno poco frecuente —como, por fortuna, lo es la comisión de delitos (sobretodo, de gravedad) en nuestro país— incrementa el número de errores73 ; y, finalmente, queno solo son aspectos técnicos los que condicionan el acierto de la herramienta, sino tambiéncuestiones valorativas, como la fijación del punto de corte74 , la cual constituye, en realidad,una decisión de política criminal75 .Al hilo de lo anterior y de nuevo en relación con las apariencias, la tercera críticaque se hace es que a los instrumentos de valoración y gestión de riesgos se les atribuyeneutralidad, como si funcionaran exclusivamente con base en criterios técnicos, y obviandoel carácter valorativo y político derivado de su propia configuración76 . Partiendo de laidea de que el concepto de riesgo es construido y nunca es neutro77 , hay que añadir,además, dos cuestiones que contradicen su aparente neutralidad. En primer lugar, pararealizar las predicciones, se identifican una serie de características subjetivas que, segúnlas estadísticas, se ha demostrado que están presentes en las personas que más reinciden.Esto implica que se utilizan factores de clase, nacionalidad, etnia, etc., que sirven comopredictores del riesgo, lo que puede tener claros efectos discriminatorios78 . En segundolugar, hay que tener en cuenta que, para determinar cuáles son esos factores de riesgo separte de estadísticas sobre la delincuencia oficial, y, en este punto, es importante recordarla advertencia que tradicionalmente hace la criminología crítica de la selectividad con la queopera el sistema penal79 , introduciendo, por ejemplo, cuestionamientos como el siguiente:¿se predice un mayor riesgo de reincidencia en una persona extranjera porque objetivamenteesta circunstancia la hace más propensa a reincidir? ¿O, quizás, es que el mayor riesgo dereincidencia se nutre de que, proporcionalmente, se condena más a personas extranjerasporque se las vigila, persigue y controla más? Por último, como ya he mencionado, la fijaciónde puntos de corte para determinar a partir de qué probabilidad de reincidencia se consideraque existe riesgo y en qué grado, es otro elemento que condiciona en términos valorativos
73 MARTÍNEZ GARAY, L.: “Errores conceptuales en la estimación de riesgo de reincidencia: La importancia de
diferenciar sensibilidad y valor predictivo, y estimaciones de riesgo absolutas y relativas”, en REIC, núm. 14, 2016,
pp. 148-149.
74 FÉREZ-MANGAS, D./ANDRÉS-PUEYO, A.: “Eficacia predictiva en la valoración del riesgo del quebrantamiento de
permisos penitenciarios”, op. cit., p. 7.
75 MARTÍNEZ GARAY, L./MONTES SUAY, F.: “El uso de valoraciones del riesgo de violencia en Derecho penal: algunas
cautelas necesarias”, op. cit., p. 35.
76 MARTÍNEZ GARAY, L.: “Evidence-based sentencing y evidencia científica. A la vez, algunas consideraciones sobre las
«políticas basadas en la evidencia» y el derecho penal”, op. cit., p. 249.
77 CASTRO LIÑARES, D.: Los instrumentos de valoración y gestión de riesgos en el modelo de penalidad español, op. cit.,
p. 87.
78 RIVERA BEIRAS, I.: “Actualiarismo penitenciario: su recepción en España”, op. cit., p. 106: “En el ámbito político
criminal y criminológico, el objetivo de la justicia actuarial es el manejo de grupos poblacionales clasificados e
identificados previamente como peligrosos y riesgosos”; BRANDARIZ GARCÍA, J.Á.: El modelo gerencial-actuarial de
la penalidad: eficacia, riesgo y sistema penal, op. cit., pp. 62-63: “las prácticas penales sustentadas sobre el riesgo
pueden ser, y de hecho lo son con frecuencia, patriarcales, clasistas, racistas y/o xenófobas”.
79 BARATTA, A.: Criminología crítica y crítica del derecho penal. Introducción a la sociología jurídico-penal, 1ª ed.,
1ª reimp., Siglo XXI, Buenos Aires, 2004, p. 171: “el derecho penal tiende a privilegiar los intereses de las clases
dominantes” y “a orientar el proceso de criminalización sobre todo hacia formas de desviación típicas de las clases
subalternas”.
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estos instrumentos: la fijación del punto de corte en un nivel bajo de probabilidad dereincidencia se corresponde con una posición político-criminal securitaria, de minimizacióndel riesgo —y maximización del control—, desde la que se asume el incremento del númerode falsos positivos, es decir, de personas sobre las que se aplican restricciones punitivas sinque sea necesario porque, sin ellas, no volverían a delinquir ni quebrantarían su condena.También se critica que los instrumentos de valoración y gestión de riesgos, al servirsede información estadística extraída de datos de otras personas o grupos de personas quehan reincidido, adolecen de un déficit en la individualización de sus predicciones80 , y que,al incluir entre los factores de riesgo algunos de carácter estático —que son inmodificablesa pesar de la evolución en el tratamiento—, contradicen la orientación resocializadora dela ejecución de la pena de prisión. Asimismo, se advierte que, para la aplicación de estosinstrumentos, se lleva a cabo una acumulación de información personal que crea bases dedatos personales, cuyas posibilidades de eventual utilización futura puede entrañar, además,otros riesgos81 .Finalmente, la última crítica está relacionada con el uso que se hace de estosinstrumentos. Concretamente, es relevante en qué ámbito se utilizan y qué derechos hayen juego, así como qué incidencia tienen en dicho ámbito: si son, o pueden llegar a ser,decisivos. El medio penitenciario se caracteriza precisamente por la restricción del derechofundamental a la libertad y, en tanto así, constituye un espacio particularmente sensible, enel que la introducción de cualquier elemento debe ser cuidadosamente analizada. Además—como he mencionado en un apartado anterior—, existen determinados incidentes que sonsusceptibles de generar una afectación directa en el nivel de restricción de la libertad, comoson las decisiones sobre la concesión de permisos de salida, la clasificación en tercer grado ola concesión de la libertad condicional, entre otros. La existencia de derechos fundamentalesen juego debería precipitar el cuestionamiento de si es aceptable que los resultados queofrecen estas herramientas —que, como se acaba de exponer, presentan un alto grado deincertidumbre científica— puedan, siquiera, contemplarse en estos procesos decisorios. Y aúnmás preocupante resulta la posibilidad de que, no solo se tengan en cuenta para la toma deestas decisiones penitenciarias, sino que, por un excesivo optimismo respecto de su capacidadpredictiva82 , adquieran tal centralidad que puedan resultar determinantes del sentido de lasdecisiones.Estas son las cuestiones en las que me voy a centrar: ¿para qué y cómo se utiliza elprotocolo RisCanvi? Desde mi punto de vista, aquí es donde es posible, y necesario, establecerlímites jurídicos a estos instrumentos, que se derivan de la vigencia de las garantías jurídicasque son necesarias para un ejercicio del ius puniendi que pueda sostener su legitimidad en unEstado social y democrático de Derecho.

80 CERVELLÓ DONDERIS, V.: “Individualización garantista en el ejercicio de la discrecionalidad penitenciario”, op. cit.,
pp. 246-247; SOLAR CALVO, P./LACAL CUENCA, P.: “Técnicas actuariales y valoración de peligrosidad. ¿Es este el
camino?”, en Revista de Estudios Penitenciarios, núm. 263, 2021, p. 176.
81 RIVERA BEIRAS, I.: “Actualiarismo penitenciario: su recepción en España”, op. cit., p. 138.
82 MARTÍNEZ GARAY, L./MONTES SUAY, F.: “El uso de valoraciones del riesgo de violencia en Derecho penal: algunas
cautelas necesarias”, op. cit., p. 27.
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3.3 El protocolo RisCanvi en el sistema penitenciario catalánPara abordar el uso que se da al protocolo RisCanvi, antes, es necesario esbozarmínimamente algunos aspectos básicos del sistema penitenciario catalán, cuál es el origende este protocolo y cuáles son sus características más importantes.El sistema penitenciario catalán se configura a partir de las mismas normas legales queel dependiente de la Administración General del Estado (Código penal, LOGP). Asimismo,también es de aplicación el RP, que no queda sustituido por el Reglament d’organització i

funcionament dels serveis d’execució penal a Catalunya 83 ; siendo de aplicación ambos textosnormativos. Sin embargo, a pesar de estas coincidencias normativas, es posible encontrarimportantes elementos diferenciales en el funcionamiento real del sistema penitenciariocatalán84 . Esto es así porque muchos de los aspectos relevantes de la ejecución penitenciariano se encuentran regulados en la LOGP, ni en el RP, y se deja un amplio margen dediscrecionalidad administrativa. Este espacio ha sido aprovechado por la Administraciónpenitenciaria catalana que ha dictado un importante número de instrucciones, circulares yprotocolos, los cuales configuran un cuerpo normativo diferenciado85 .En este contexto, en el año 2007, se creó la Comissió per a l’Estudi de les Mesures de
Prevenció de la Reincidència en Delictes Greus, cuyo resultado fue un documento publicadoen 200886 , que explica que la noticia de “la excarcelación de un condenado por múltiplesviolaciones” provocó una “razonable reacción social de preocupación y alarma”, que hizonecesaria dicha Comisión. En este documento se contienen una serie de propuestas de mejorapara reducir al máximo el riesgo de reincidencia en delitos graves, entre las que se señalala necesidad del “establecimiento de un procedimiento técnico específico de valoración delgrado de riesgo que sea compartido por todas las instituciones competentes, Administraciónde justicia, servicios penitenciarios y cuerpos policiales”. Atendiendo a dicha recomendación,el Centre d’Estudis Jurídics i Formació Especialitzada (CEJFE) dependiente del Departament de
Justícia de la Generalitat de Catalunya, junto al Group of Advanced Studies on Violence (GEAV)de la Universitat de Barcelona y la empresa Better Consultats, crearon el protocolo RisCanvi.El RisCanvi es “un protocolo multi-escala de valoración del riesgo que permite pronosticarel riesgo futuro”87 . Según el Manual de aplicación del protocolo88 , este se integrapor dos escalas de valoración del riesgo: RisCanvi Screening y RisCanvi Completa 89 .Ambas escalas contienen factores de riesgo de carácter tanto estático como dinámico, y
83 Aprobado por el Decret 329/2006, de 5 de septiembre.
84 TAMARIT SUMALLA, J.M.: “El sistema penitenciari català: fonament i exercici de la competència”, en REAF: Revista
d’Estudis Autonòmics i Federals, núm. 23, 2016, p. 236.
85 TAMARIT SUMALLA, J.M.: “El sistema penitenciari català: fonament i exercici de la competència”, op. cit., p. 250.
86 Disponible en: https://cejfe.gencat.cat/web/.content/home/recerca/cataleg/crono/2008/
comisionPrevencionReincidencia_ES.pdf [última consulta: 29/09/2022].
87 FÉREZ-MANGAS, D./ANDRÉS-PUEYO, A.: “Eficacia predictiva en la valoración del riesgo del quebrantamiento de
permisos penitenciarios”, op. cit., p. 6.
88 Manual d’aplicació del protocol de valoració RisCanvi, publicado en 2019 por la Subdirecció General de Programes
de Rehabilitació i Sanitat del Departament de Justícia. Disponible en: https://justicia.gencat.cat/web/.content/home/
ambits/reinsercio_i_serveis_peni/manual-aplicacio-protocol-avaluacio-riscanvi.pdf [última consulta: 01/11/2022].
89 RisCanvi Screening o RisCanvi-S se integra de 10 factores de riesgo, de los que se debe indicar su presencia o
ausencia (sí/no), y sus resultados solo distinguen entre riesgo bajo o alto; se aplica a toda la población penitenciaria
y, en caso de generar riesgos altos, debe aplicarse la versión completa. Por su parte, RisCanvi Completa o RisCanvi-C

16 Estudios Penales y Criminológicos., 44(ext) (2023). ISSN-e: 2340-0080https://doi.org/10.15304/epc.44.8884

https://cejfe.gencat.cat/web/.content/home/recerca/cataleg/crono/2008/comisionPrevencionReincidencia_ES.pdf
https://cejfe.gencat.cat/web/.content/home/recerca/cataleg/crono/2008/comisionPrevencionReincidencia_ES.pdf
https://justicia.gencat.cat/web/.content/home/ambits/reinsercio_i_serveis_peni/manual-aplicacio-protocol-avaluacio-riscanvi.pdf
https://justicia.gencat.cat/web/.content/home/ambits/reinsercio_i_serveis_peni/manual-aplicacio-protocol-avaluacio-riscanvi.pdf
https://doi.org/10.15304/epc.44.8884


EL USO DEL RISCANVI EN LA TOMA DE DECISIONES PENITENCIARIAS
no contienen “factores de protección”90 . Una vez introducidos los factores de riesgo, elinstrumento funciona con una combinación algorítmica que permite obtener valores deriesgo. Actualmente, los riesgos que predicen estas escalas se refieren a cinco tipos decomportamientos: violencia autodirigida, violencia intrainstitucional, reincidencia general,reincidencia violenta y quebrantamiento de condena91 .El protocolo RisCanvi, que en la actualidad se encuentra plenamente implantado en losprocedimientos de gestión penitenciaria92 , constituye la materialización de la apuesta por elenfoque del riesgo en el sistema penitenciario catalán, cuyo modelo de intervención incorporaaspectos teóricos y metodológicos del modelo RNR, de forma que la ejecución de la penade prisión pivota sobre la evaluación y gestión de riesgos del conjunto de la poblaciónpenitenciaria93 . Dado que se trata de una herramienta de características similares a las quese han venido desarrollando en las últimas décadas en otros países94 , presenta las mismasvirtudes y carencias, y es susceptible de recibir las mismas críticas que se han expuestoanteriormente. Sin embargo, como he apuntado antes, una de las cuestiones más relevantes enrelación con la incorporación de este tipo de instrumentos al ámbito punitivo —en este caso,al penitenciario— es, cómo se aplican en la práctica, para qué concretos aspectos se prevé suutilización y, en caso de incorporarse a procesos decisorios, si sus resultados pueden acabarsiendo determinantes del sentido de la decisión. Dado que legalmente no existen previsionesque especifiquen estos extremos, a continuación, presento los resultados de una aproximaciónpráctica al uso del protocolo RisCanvi en la toma de decisiones penitenciarias, por medio de larealización de entrevistas a quienes intervienen en dichos procesos decisorios.
4. EL USO DEL PROTOCOLO RISCANVI EN LA TOMA DE DECISIONES
PENITENCIARIAS

4.1 Objetivos y metodología del estudio95 ,96 El objetivo general del estudio realizado ha sido conocer cómo se usa el protocolo
RisCanvi en la práctica, a partir del conocimiento y la experiencia de los distintos agentes
está formada por 43 factores de riesgo, de los que se puede indicar presencia, probable o ausencia (sí/?/no), y sus
resultados discriminan riesgo bajo, medio y alto.
90 ANDRÉS-PUEYO, A.: “¿Es técnicamente posible anticipar la reincidencia delictiva? El protocolo RisCanvi en las
prisiones de Cataluña”, en IX Jornadas de ATIP Almagro, 2016, p. 65.
91 Anteriormente, no estaba incluido el riesgo de reincidencia general. Según uno de los creadores del protocolo,
ANDRÉS-PUEYO, A.: “¿Es técnicamente posible anticipar la reincidencia delictiva? El protocolo RisCanvi en las prisiones
de Cataluña”, op. cit., p. 67, el RisCanvi es un proyecto “en construcción”, en el que es posible detectar carencias que
deben ser mejoradas.
92 ANDRÉS-PUEYO, A.: “¿Es técnicamente posible anticipar la reincidencia delictiva? El protocolo RisCanvi en las
prisiones de Cataluña”, op. cit., p. 62.
93 El model de rehabilitació a les presons catalanes, publicado en 2011 por la Subdirecció General de Programes
de Rehabilitació i Sanitat del Departament de Justícia. Disponible en: https://justicia.gencat.cat/web/.content/
enllacos/pdf/model_rehabilitacio_presons_catalanes.pdf [última consulta: 01/11/2022].
94 HANNAH-MOFFAT, K.: “Algorithmic risk governance: Big data analytics, race and information activism in criminal
justice debates”, en Theoretical Criminology, vol. 23(4), 2019, p. 457: entre otros, por ejemplo, el Salient Factor Score
(SFS) y el Correctional Offender Management Profiling for Alternative Sanctions (COMPAS), que se usan en Estados
Unidos, el Risk of Reconviction, usado en Reino Unido, y el Level of Service Inventory (LSI-R), usado internacionalmente.
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intervinientes en la toma de decisiones penitenciarias. Este objetivo general se ha concretadoen los siguientes objetivos específicos:1. Conocer cuáles son las directrices que se dan desde la Administración penitenciariacatalana, en concreto, el Servei de Rehabilitació 97 de la Secretaria de Mesures Penals,

Reinserció i Atenció a la Víctima, para la aplicación del protocolo RisCanvi.2. Conocer en qué consiste la intervención de los/as profesionales que integran elequipo multidisciplinar para la aplicación del protocolo RisCanvi. Concretamente, setrata de conocer cómo se recaban las evidencias y cómo son interpretadas para ladeterminación de la presencia (o no) del ítem o factor de riesgo.3. Conocer cómo se tratan, por parte de los/as profesionales que integran el equipomultidisciplinar y la JT, los resultados que arroja el RisCanvi. Y, concretamente, quéincidencia tiene este resultado en los procesos de toma de decisiones penitenciariascomo los permisos de salida, el tercer grado o la libertad condicional.4. Conocer cómo se tratan, por parte del Servei de Classificació 98 de la Secretaria de
Mesures Penals, Reinserció i Atenció a la Víctima, los resultados que arroja el RisCanvi.Y, concretamente, qué incidencia tiene este resultado en los procesos de toma dedecisiones penitenciarias para los que es competente.5. Conocer qué información tienen del RisCanvi los agentes intervinientes en losprocesos de toma de decisiones penitenciarias que no forman parte de laAdministración penitenciaria (órganos judiciales, fiscalía de vigilancia penitenciaria yabogados/as).6. Conocer cómo se tratan, por parte de los órganos judiciales (JVP y AudienciasProvinciales), los resultados que arroja el RisCanvi. Y, concretamente, qué incidencia

95 El estudio realizado tiene unos objetivos más amplios que los que se plantean en este trabajo y que se enmarcan en
mi tesis doctoral, en la que no solo analizo el uso del protocolo RisCanvi para la toma de decisiones penitenciarias, sino

también otros elementos y cuestiones que, en la práctica, pueden tener una influencia relevante en estas decisiones.
Por tanto, en esta publicación, únicamente se recogen los resultados extraídos de la parte del estudio que se dedica al
abordaje del uso del protocolo RisCanvi, y el resto de los resultados se incorporarán a mi tesis doctoral, cuyo depósito
se prevé para finales de 2023.
96 Me gustaría precisar —por más que pueda resultar una obviedad— que la disciplina desde la que abordo mi
objeto de estudio —el uso del RisCanvi en la toma de decisiones penitenciarias— es el Derecho penal, de manera
que el objetivo de este estudio no es llevar a cabo un análisis sociológico con pretensiones de generalización de
sus conclusiones al conjunto del sistema penitenciario catalán. Simplemente, me propongo la realización de una
aproximación a la práctica a través de un análisis cualitativo por medio de entrevistas para poder comprender mejor
mi objeto de estudio, sin limitarme al análisis de la normativa y jurisprudencia, y contando con la perspectiva de
“actores clave” involucrados en el uso del RisCanvi y en la toma de decisiones penitenciarias.
97 El Servei de Rehabilitació es uno de los servicios —junto al Servei de Classificació, el Servei de Medi Obert y el
Àrea de Serveis Socials— que integran la Subdirecció General de Programes de Rehabilitació i Sanitat que, a su vez,
se integra dentro de la Direcció General d’Afers Penitenciaris de la Secretaria de Mesures Penals, Reinserció i Atención
a la Víctima. Este servicio se encarga de diseñar, organizar, supervisar y evaluar los programas de tratamiento y las
herramientas que se aplican en los centros penitenciarios de Catalunya, y está formado por varias unidades entre
las que se encuentra la Unitat de Programes d’Intervenció Especialitzada (UPIE), desde donde se supervisa el buen
funcionamiento de herramientas como el protocolo RisCanvi.
98 El Servei de Classificació se encarga de gestionar los procesos de clasificación penitenciaria y de la concesión de
permisos de menos de 48 horas y de salidas programadas. Asimismo, resuelven sobre el destino de cumplimiento.
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tiene este resultado en la toma de decisiones penitenciarias como los permisosordinarios de salida, el tercer grado o la libertad condicional.7. Conocer qué incidencia tiene la presencia del RisCanvi en la labor del Ministerio Fiscal(en adelante, MF) y de los/as abogados/as de las personas privadas de libertad.8. Conocer la opinión de los agentes intervinientes en los procesos de toma dedecisiones penitenciarias sobre cuáles son los problemas y las posibles mejoras enrelación con el uso del protocolo RisCanvi.La metodología utilizada ha consistido en una estrategia cualitativa a través dela realización de entrevistas semiestructuradas a una muestra que no pretende serrepresentativa, sino que se ha integrado de los “actores clave” que pueden facilitar, por suconocimiento y experiencia, explicaciones que contribuyan a la comprensión del uso delprotocolo RisCanvi. De esta forma, teniendo en cuenta los diferentes agentes que participan enestos procesos y con el objetivo de partir de un cierto equilibrio entre las distintas instanciasparticipantes, se han realizado un total de 20 entrevistas99 : tres entrevistas a personas queocupan cargos en el Servei de Rehabilitació y en el Servei de Classificació de la Secretaria de
Mesures Penals, Reinserció i Atenció a la Víctima; diez entrevistas a profesionales que formanparte —o han formado parte hasta fechas recientes— de los equipos multidisciplinares100 dedos centros penitenciarios101 ; tres entrevistas a titulares de órganos judiciales de vigilanciapenitenciaria en Catalunya (un JVP, un magistrado de la Audiencia Provincial de Barcelonay un magistrado de la Audiencia Provincial de Tarragona); una entrevista a dos fiscalesde la Fiscalía de Vigilancia Penitenciaria de Barcelona; y tres entrevistas a abogados/ascon experiencia en el ámbito penitenciario en Catalunya. La mayoría de las entrevistasfueron grabadas y transcritas para asegurar una adecuada recogida de la información102 ,y posteriormente, todas ellas han sido analizadas para la extracción de los resultados que acontinuación se exponen.

99 Las entrevistas fueron realizadas entre los meses de junio y octubre de 2022, algunas de manera presencial y otras
por videoconferencia. La mayoría de las entrevistas (16) se consiguieron por medios propios, a través de contactos
facilitados por personas conocidas o por el contacto directo por mi parte. No obstante, este estudio ha contado
también con la autorización de acceso a datos de la Secretaria de Mesures Penals, Reinserció i Atenció a la Víctima del
Departament de Justícia de la Generalitat de Catalunya, la cual, además de ofrecer su apoyo para mi investigación en
todo aquello que fuera necesario, me facilitó el contacto para cuatro de las entrevistas realizadas. Todas las personas
entrevistadas fueron informadas adecuadamente de los objetivos de la investigación y firmaron un documento de
consentimiento informado, a excepción de una persona que se negó a firmarlo, pero a quien se le entregó igualmente
dicho documento.
100 En cada centro penitenciario, se han realizado entrevistas a un/a jurista, un/a psicólogo/a, un/a educador/a, un/a
trabajador/a social y un mando intermedio (en ambos casos, a un/a Cap de Programes d’Atenció Especialitzada).
101 Se escogieron los centros penitenciarios de Mas d’Enric (Tarragona) y Ponent (Lleida) por varios motivos: i) la
necesidad de limitar el estudio; ii) la facilidad de acceso a profesionales de estos centros penitenciarios; iii) porque se
trata de los centros penitenciarios más recientemente construido (2015) y más antiguo (1984), respectivamente.
102 En tres de las entrevistas no se autorizó la grabación (era una cuestión que se preguntaba en el documento de
consentimiento informado), por lo que se tomaron notas durante dichas entrevistas para recoger sus respuestas. El
resto de las entrevistas fueron grabadas y, después, se transcribieron en forma de notas.
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4.2 Resultados del estudioEl análisis de las entrevistas realizadas ha permitido la comprensión del uso que se haceen la práctica del protocolo RisCanvi por parte de los distintos agentes intervinientes enel proceso de toma de decisiones penitenciarias. De este análisis se extrae la necesidad deapuntar previamente una distinción importante para entender cómo se usa esta herramienta.Me refiero a la distinción de dos momentos en relación con el uso del protocolo RisCanvi.El primero es el momento de su elaboración o aplicación. Se refiere a todas aquellasactividades que se dirigen a la aplicación del protocolo: la recopilación de la informaciónnecesaria, la introducción de las evidencias, la valoración de los factores de riesgo, lageneración de resultados, su modificación, etc. Se trata de actividades en las que intervieneexclusivamente la Administración penitenciaria, tanto los/as profesionales que integran losequipos y las JT, como los/as responsables del Servei de Rehabilitació, que son quienes facilitanla formación y las directrices para llevarlas a cabo. Para responder a la pregunta de cómose aplica el protocolo RisCanvi, es posible extraer información del Manual de aplicación delprotocolo RisCanvi, el cual recoge con amplitud y detalle cómo debe utilizarse el protocolo103 .En este sentido, lo que pretende conocerse a través de las entrevistas es cómo se utiliza elprotocolo y si se corresponde con lo previsto en dicho Manual104 .El segundo momento se inicia con la validación del resultado de riesgo. Es decir, unavez que se introduce toda la información en la herramienta y opera el algoritmo, se generanpredicciones de riesgo de cinco tipos de comportamientos. La pregunta es: ¿cómo se usan losresultados del RisCanvi? Y, en este caso, debe añadirse una segunda pregunta que se conjugacon la anterior: ¿quién usa los resultados del RisCanvi? En primer lugar, hay que tener encuenta que la información que demandan estas preguntas no se encuentra en el Manual deaplicación del RisCanvi, que no indica cómo deben utilizarse los resultados. En segundo lugar,la segunda pregunta se introduce porque, si bien en el primer momento solo interviene laAdministración penitenciaria, en el segundo —junto a los equipos multidisciplinares, las JTy el Servei de Classificació—, se incorporan los otros actores que participan en el proceso detoma de decisiones penitenciarias y que son ajenos a la Administración: los órganos judiciales,la fiscalía de vigilancia penitenciaria y los/as abogados/as que defienden los derechos eintereses de las personas privadas de libertad.A continuación, voy a exponer los resultados obtenidos en el estudio, estructurados envarios apartados, teniendo en cuenta la distinción anterior.

4.2.1. Cómo se aplica el protocolo RisCanviLa forma de aplicación del protocolo RisCanvi se encuentra definida —como ya hemencionado antes— en su Manual de aplicación. Sin embargo, de las entrevistas realizadas,se extrae que, mientras algunas de las cuestiones que se prevén se encuentran perfectamenteasentadas en las prácticas de los equipos y JT de los dos centros penitenciarios, hay otras
103 Se trata del Manual d’aplicació del protocol de valoració RisCanvi —ya mencionado anteriormente—
publicado en 2019 por la Subdirecció General de Programes de Rehabilitació i Sanitat del Departament
de Justícia. Disponible en: https://justicia.gencat.cat/web/.content/home/ambits/reinsercio_i_serveis_peni/manual-
aplicacio-protocol-avaluacio-riscanvi.pdf [última consulta: 01/11/2022].
104 En los siguientes apartados me referiré en múltiples ocasiones a cuestiones que recoge el Manual de aplicación
del protocolo RisCanvi y, en los casos en los que lo considere conveniente, expondré extractos literales, que han sido
traducidos del catalán al castellano, por medio de traducción propia.
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respecto de las que se evidencia una importante distancia entre cómo debería aplicarse elprotocolo y cómo se aplica en realidad.Antes de entrar en el proceso de aplicación del protocolo, quiero abordar previamente doscuestiones. La primera es que, de las entrevistas realizadas a los/as profesionales, se infiereque la aplicación del protocolo RisCanvi es una práctica consolidada que se realiza a todas laspersonas privadas de libertad —estén condenadas o sean preventivas—, de forma periódica,vinculada al diseño, evaluación y actualización del Programa Individualizado de Tratamiento(en adelante, PIT), y que debe realizarse de forma obligatoria para la toma de las decisionespenitenciarias de mayor relevancia y en situaciones en las que se den lo que denominan“acontecimientos críticos”. En este sentido, las personas entrevistadas que ocupan cargos enel Servei de Rehabilitació señalan la importancia de que, antes de cualquier intervención, laprimera evaluación que se tiene que hacer de la persona privada de libertad es a travésdel RisCanvi, que es la herramienta que permite detectar las necesidades criminógenas ylos factores de riesgo105 , los cuales, a su vez, determinarán las áreas de intervención y losobjetivos que se pautarán en el PIT. Por tanto, para poder elaborar el PIT, es necesaria laevaluación previa del riesgo que es la que determina de forma objetiva las áreas que debentrabajarse.Por su parte, las personas entrevistadas que forman parte de equipos multidisciplinaresexplican que, desde la Secretaria de Mesures Penals, Reinserció i Atenció a la Víctima, seinsiste cada vez más en la importancia de la valoración del riesgo y en darle centralidady priorizarla. En este sentido, indican que determinadas decisiones no pueden “pasar porjunta”, si no está hecho el correspondiente RisCanvi. Concretamente, se explica que cuandose plantea la clasificación inicial, las revisiones de clasificación que suponen progresioneso regresiones de grado —no así en el caso del mantenimiento de grado—, la concesión depermisos y la libertad condicional, es obligatorio haber realizado el RisCanvi, porque sin él, noes posible tomar la decisión, y, en ese caso, incluso se posponen los asuntos a la siguiente JT.Respecto de esta cuestión, todos/as los/as profesionales entrevistados/as se quejan de quela incorporación del RisCanvi como herramienta obligatoria para la intervención ha supuestoun incremento notable de la carga de trabajo, y que no cuentan con el tiempo suficientepara que el proceso de aplicación se realice como se debería106 . En consecuencia, algunaspersonas afirman que sería necesario darle más importancia al proceso y no solo a que estéhecho y cuál sea su resultado, y hay quienes proponen realizar la evaluación del riesgo conmenor frecuencia107 . A pesar de lo anterior, la mayoría de los/as profesionales considerantambién que el protocolo RisCanvi tiene aspectos positivos porque ayuda a recoger muchainformación, a ordenarla y sistematizarla, ofreciendo “un retrato de la situación criminógenade la persona”, y, además, permite detectar errores y corregirlos. En general, la mayoría delos/as profesionales consideran que es un instrumento que puede resultar de utilidad y que es“válido”, pero que es necesario “situarlo donde le corresponde”, evitando sobredimensionarlo,
105 Una de las personas entrevistadas del Servei de Rehabilitació explica que lo que se indica a los/as profesionales es:
“no empieces a tomar decisiones hasta que no hagas el primer RisCanvi y hazlo lo antes posible”.
106 Distintos/as profesionales entrevistados/as señalan que, como no hay tiempo suficiente y urge hacerlos porque es
obligatorio para tomar determinadas decisiones, en ocasiones, los RisCanvi se hacen “como churros” o se hacen “muy
a saco” y que “la gente para sobrevivir lo automatiza”.
107 Varios/as profesionales entrevistados/as señalan que, especialmente en el caso de las condenas largas, se podría
hacer la evaluación cada más tiempo. Y una de las Caps de Programes entrevistadas señala que debería suprimirse
la evaluación del riesgo de las personas preventivas, puesto que, respecto de estas personas, no hay que tomar
decisiones de clasificación ni de concesión de permisos.
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puesto que no permite apreciar la complejidad que caracteriza la conducta de una persona108 ,y, finalmente, algunos/as consideran que su introducción responde principalmente a interesesde política penitenciaria (para utilizarlo como justificación ante posibles fracasos) y no tantoa una necesidad que tuvieran los/as profesionales que intervienen directamente con laspersonas privadas de libertad.La segunda cuestión previa a la que me quiero referir es que, dada la importancia del
RisCanvi para la labor de los/as profesionales que intervienen en el ámbito penitenciario y que—como se verá a continuación— su proceso de aplicación requiere ciertos conocimientostécnicos sobre la herramienta, es necesaria una formación previa para su manejo. Larelevancia que se otorga a la formación se aprecia tanto por parte del Servei de Rehabilitaciócomo por parte de la mayoría de los/as profesionales entrevistados/as109 . En este sentido,si bien todas las personas entrevistadas afirman que la formación está garantizada y algunasseñalan que, desde la Secretaria de Mesures Penals, Reinserció i Atenció a la Víctima, se insisteen que se realicen formaciones periódicamente, también explican algunos/as profesionales—en concreto, quienes se incorporaron en fechas posteriores a la introducción del RisCanvi—que empezaron a realizar el RisCanvi sin haber recibido previamente la formación previstapara ello y que, en algunas ocasiones, pasaron en torno a dos meses hasta que recibieron laformación110 .La aplicación del protocolo RisCanvi se divide en cuatro actividades principales: larecogida de la información relevante, la introducción o registro de las evidencias, la valoraciónde los factores de riesgo y la generación de resultados. Y quienes se encargan de realizar estasactividades son, por un lado, los/as profesionales que integran los equipos multidisciplinares(jurista, psicólogo/a, educador/a y trabajador/a social) y, por otro lado, la figura de los/as
validadores/as, que son mandos de los equipos o, en ocasiones, técnicos/as especialmenteacreditados/as para esta tarea111 . A continuación, voy a exponer las explicaciones de laspersonas entrevistadas sobre cómo se realizan estas actividades en la práctica.

Recogida de informaciónLas personas responsables de llevar a cabo la recogida de información para la aplicacióndel protocolo RisCanvi son los/as profesionales que integran los equipos multidisciplinares,que son quienes tienen contacto directo con las personas privadas de libertad y, en el
108 En este sentido, uno de los educadores entrevistados sostiene que puede servir para contrastar la visión del
equipo, pero no como elemento definitivo porque “la realidad es poliédrica y, por mucho que el RisCanvi intente
ser algo así como una piedra filosofal, la realidad es mucho más compleja”. Asimismo, las dos trabajadoras sociales
entrevistadas señalan que el RisCanvi puede ayudar al/la profesional a hacerse una idea general de la persona, pero no
la consideran una herramienta válida para determinar cómo esta debe cumplir su pena.
109 No obstante, una pequeña parte de los/as profesionales entrevistados/as manifiestan no tener interés en recibir
formación sobre la herramienta.
110 Algunas personas apuntan que esta es una problemática que no se resuelve en el caso de las personas que
llegan para hacer sustituciones temporales, a las que se les exige la realización del RisCanvi desde el primer día y, en
ocasiones, acaban la sustitución sin haber recibido dicha formación.
111 El Manual recoge lo siguiente: “Los validadores/as de cada centro, tanto si son mandos como si son técnicos/as,
han recibido formación específica para esta función y son acreditados exclusivamente por el Centro Directivo. Tienen
la responsabilidad de dirigir el proceso de investigación de información, de puesta en común en las reuniones de
equipo y de valoración final del riesgo. Estos, cuando ejecutan la acción de cierre de la evaluación, garantizan
que la evaluación se ha hecho siguiendo el procedimiento establecido y con las condiciones necesarias de calidad
profesional”.
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caso de los/as trabajadores/as sociales, también con sus familias y su entorno social. ElManual de aplicación del protocolo señala que para llevar a cabo la evaluación del riesgo es“imprescindible contar con información relativa a los factores de riesgo que sea fiable, decalidad”, “actualizada, objetiva y contrastada” (intentando utilizar, junto a la entrevista a lapersona, distintas fuentes), y que debe recogerse de forma continuada. Asimismo, se indicaque, en cuanto a la complejidad de los procesos de recogida de información, debe seguirse un“criterio selectivo”, bastando en la mayoría de los casos con la utilización de “procedimientosbásicos (entrevistas, consulta de documentación…)” y recurriendo solo en casos específicosa procedimientos más complejos (autoinformes, pruebas psicológicas, observación de laconducta, nuevas entrevistas con mayor profundidad, etc.).En la práctica, las personas entrevistadas mayoritariamente explican que, en general, paraobtener la información que necesitan para aplicar el protocolo, se sirven de la entrevistapersonal, de la documentación que tienen a su disposición y de la información que puedanfacilitarles los/as funcionarios/as de régimen (en el caso de los/as educadores/as, puesto quenecesitan información de la conducta de la persona dentro de prisión), la familia o entornosocial (en el caso de los/as trabajadores/as sociales, puesto que necesitan informacióndel medio exterior), y el resto de miembros del equipo, con quienes tienen un contactoestrecho en el día a día, de manera que es posible comentar cuestiones para contrastarlas.No obstante, varias personas apuntan que la entrevista personal se hace necesariamentepara la elaboración del primer RisCanvi, pero que, en los posteriores, no siempre se vuelve aentrevistar a la persona. Asimismo, varias de las personas entrevistadas mencionan algunosproblemas en la recogida de la información necesaria: en primer lugar, que parte de lainformación que se debe recabar únicamente puede ser obtenida de la persona privada delibertad y que, a veces, ocurre que en un momento dado se relata una cosa y posteriormentela contraria, por lo que no resulta fiable; en segundo lugar, que parte de esa información quenecesariamente debe extraerse de la entrevista a la persona, exige la realización de preguntasincómodas y muy íntimas (especialmente, en relación con el ítem de “comportamientosexual promiscuo y de riesgo, o parafilia”) y que, por eso, en ocasiones, directamente nose realizan; en tercer lugar, también se señala que parte de la información que se debeintroducir no es posible conseguirla, porque no existe o porque no existen fuentes fiables paraconsultarla. Finalmente, una de las psicólogas entrevistadas indica que, para obtener parte dela información necesaria para elaborar el RisCanvi, sería necesario llevar a cabo un proceso dediagnóstico complejo, incorporando el uso de determinadas herramientas clínicas, a las que,sin embargo, el proceso de elaboración del RisCanvi no deja el espacio necesario112 .

Introducción o registro de las evidenciasTras la recogida de la información, los/as profesionales del equipo multidisciplinar sonlos responsables de registrar en el SIPC113 las denominadas evidencias 114 , que deben ser
112 Al hilo de esta cuestión, la psicóloga entrevistada hace la reflexión de que el protocolo RisCanvi es una herramienta
que se construyó a partir de modelos de screening del riesgo pensados para ser utilizados por profesionales no
expertos/as en la conducta que tienen que tomar decisiones rápidas, como los/as agentes de policía. Sin embargo,
ella apunta que este no es el caso de las decisiones penitenciarias y de los/as profesionales que forman parte de los
equipos multidisciplinares, puesto que hay tiempo para tomar esas decisiones y los/as profesionales sí son expertos/as
en la conducta.
113 El SIPC (Sistema d'Informació Penitenciari Català) es el sistema informático que se utiliza en el ámbito de la
Administración penitenciaria catalana.
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“descriptivas, relevantes y breves”115 . En la versión RisCanvi-C, se incluyen 43 ítems o factoresde riesgo, de manera que es necesario introducir 43 evidencias, las cuales se distribuyenpor áreas de especialización116 . Este reparto hace responsable a cada profesional de quese introduzcan las evidencias de su área, no obstante, en el Manual se aclara que estadistribución no impide que todos/as los/as profesionales puedan introducir evidencias encualquier factor de riesgo, si es que cuentan con información relevante. Es importante teneren cuenta que, para una correcta introducción de las evidencias, es necesario conocer ycomprender los ítems o factores de riesgo respecto de los que se pretende que se introduzcauna información objetiva que permita determinar su presencia o ausencia. En este sentido, los43 ítems o factores de riesgo se enuncian por medio de un título o pequeña frase117 , pero,en el Manual de aplicación, se señala que, en el aplicativo SIPC —que se utiliza para llevar acabo la evaluación del riesgo—, se incluye una descripción de los factores que detalla en quéconsiste el ítem, y que es obligatorio leer en caso de duda.En la práctica, la mayoría de los/as profesionales entrevistados/as señalan queencuentran importantes dificultades en la introducción de sus evidencias, por distintosmotivos: porque no tienen tiempo —cuestión que se reitera constantemente y que, enrealidad, afecta a todo el proceso—, porque —como ya se mencionaba respecto de la fasede recogida de la información— algunos ítems requieren la introducción de información queno pueden conseguir y, sobre todo, porque consideran que algunos de los ítems o factoresde riesgo son ambiguos, confusos y subjetivos. En este sentido, varias personas apuntanque, ante las dudas que tienen a la hora de introducir las evidencias, a veces, consultan el
desplegable que hay en el aplicativo, en el que se recoge una descripción más extensa del ítem.
114 De acuerdo con el Manual de aplicación del protocolo RisCanvi, una evidencia es “la información objetiva que se ha
podido obtener respecto de cada factor de riesgo”.
115 Se detalla lo siguiente: “Descriptivas porque deben reflejar hechos objetivos y no valoraciones. Relevantes, en
el sentido de que, de toda la información disponible, solo hay que hacer constar aquella que es necesaria y más
importante para la valoración posterior del ítem. Finalmente, se debe procurar evitar reiteraciones de la misma
información y el redactado tiene que ser corto y comprensible”.
116 En el Manual, se incluye una tabla en la que se especifica esta distribución entre jurista (13 ítems), educador/a (8
ítems), trabajador/a social (8 ítems) y psicólogo/a (14 ítems).
117 CASTRO LIÑARES, D.: Los instrumentos de valoración y gestión de riesgos en el modelo de penalidad español, op.
cit., pp. 238-239: expone el listado completo de ítems, por categorías: a) “Factores criminales-penitenciarios”: “1.
Delito base violento. 2. Edad en el momento del delito base. 3. Intoxicación durante la realización del delito base.
4. Víctimas con lesiones. 5. Duración de la pena. 6. Tiempo ininterrumpido en la cárcel. 7. Historial de violencia. 8.
Inicio de la actividad delictiva o violenta. 9. Incremento de la frecuencia, gravedad y diversidad de los delitos. 10.
Conflictos con otros internos. 11. Incumplimiento de medidas judiciales. 12. Expedientes disciplinarios. 13. Evasiones o
fugas. 14. Regresión de grado. 15. Quebrantamiento de permisos”; b) “Factores personales/socio-familiares”: “16.
Desajuste infantil. 17. Distancia entre su residencia habitual y el centro penitenciario. 18. Nivel educativo. 19.
Problemas relacionados con la educación. 20. Falta de recursos económicos. 21. Ausencia de planes viables de
futuro. 22. Antecedentes delictivos en la familia de origen. 23. Socialización problemática en la familia de origen.
24. Falta de soporte familiar y social. 25. Amistades delincuentes. 26. Pertenencia a grupos sociales de riesgo. 27.
Rol delictivo destacado. 28. Víctima de violencia de género. 29. Cargas familiares actuales”; c) “Factores clínicos/de
personalidad”: “30. Abuso o dependencia de drogas. 31. Abuso o dependencia de alcohol. 32. Trastorno mental
severo. 33. Comportamiento sexual promiscuo. 34. Respuesta limitada al tratamiento psicológico o psiquiátrico. 35.
Trastorno de personalidad relacionado con la ira. 36. Pobre gestión del estrés. 37. Intentos o conductas de autolesión.
38. Actitudes procriminales o valores antisociales. 39. Baja capacidad mental e inteligencia. 40. Temeridad. 41.
Impulsividad e inestabilidad emocional. 42. Hostilidad. 43. Irresponsabilidad”. Cabe destacar que en el Manual de
aplicación del protocolo RisCanvi no se recoge el listado completo de ítems, sino que simplemente, de forma amplia,
se señalan “algunos de los factores que se valoran en las escalas”.
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Sin embargo, explican que esta ampliación de información no resulta suficiente para aclararel contenido de algunos de los ítems118 . Casi todos/as los/as profesionales entrevistados/asinsisten en la ambigüedad y subjetividad de los distintos factores de riesgo119 , y explicanque esto se comprueba y confirma cuando reciben un RisCanvi hecho previamente por otroequipo120 y deciden cambiar las evidencias que se habían introducido por el equipo anterior,no porque estén desactualizadas, sino porque hacen una interpretación distinta del factor deriesgo y/o de la situación de la persona.Los/as profesionales entrevistados/as hacen referencia a algunos factores de riesgoconcretos que resultan más problemáticos por distintos motivos. Por ejemplo, una educadorahace referencia a los ítems “rol delictivo destacado” y “conflictos con otros internos”,manifestando que le resulta muy complicado aportar evidencias fiables para estos ítems.Otro ejemplo es el de una jurista que señala varias cuestiones121 , de las cuales mencionarédos: la primera es que, para introducir varias de sus evidencias, previamente, es necesariodeterminar cuál es el “delito base” (la indicación que se da para determinarlo es que tieneque ser el más grave), sin embargo, afirma que, en ocasiones, se encuentra con casos enlos que no es fácilmente determinable o depende de valoraciones subjetivas, y, sin embargo,es una decisión muy trascendente porque puede hacer cambiar completamente otros ítems;y la segunda es que, respecto del ítem “incremento de la frecuencia, gravedad y diversidadde los delitos”, señala que en la descripción no se limita temporalmente y que resulta muycomplicado —y, a veces, imposible— conseguir toda la información que sería necesaria paraintroducir una evidencia fiable. Asimismo, respecto de este ítem, explica que se ha encontradocon que, en ocasiones, en el RisCanvi de personas que venían de otros equipos, la evidenciaintroducida era directamente la afirmación de la frase del ítem, es decir, que no se incorporabaninguna información objetiva, sino directamente una valoración. Esta misma cuestión laplantea una de las dos Cap de Programes entrevistadas —que son quienes se encargan dela validación y, por tanto, las que trabajan a partir de las evidencias— quien explica que,a menudo, las evidencias están mal hechas porque no son descriptivas, sino directamentevalorativas. Otra cuestión que señalan dos de los/as profesionales entrevistados/as es que, enocasiones, se intentan “maquillar” o “rebajar” las futuras valoraciones de los ítems, redactandolas evidencias de manera que, después, sea más probable que la valoración del factor de riesgovaya en un determinado sentido122 . Al hilo de esto, de nuevo, comentan que consideran queel protocolo RisCanvi es un instrumento muy subjetivo y que, dependiendo de quién lo realice,puede salir un resultado u otro completamente distinto.
118 Uno de los juristas entrevistados afirma incluso que, en ocasiones, las propias explicaciones resultan confusas o
contradictorias.
119 Una de las psicólogas entrevistadas afirma que no se definen correctamente los ítems y, en consecuencia, “cada
persona puede entender algo diferente” y añade que “esto es lo peor en ciencia” porque “genera un grado de
incerteza brutal”.
120 Esto ocurre porque una persona privada de libertad puede pasar, a lo largo de su condena, por distintos centros
penitenciarios o, también, dentro de un mismo centro penitenciario, por distintos módulos, lo que implicará que el
equipo multidisciplinar que se encargue de su tratamiento y de su evaluación del riesgo, también irá cambiando.
121 La jurista entrevistada apunta que, en general, no se siente segura introduciendo algunas evidencias porque no
cuenta con la información necesaria.
122 Una de ellas se refiere concretamente a la información relativa a los consumos de drogas y a los antecedentes de
mala conducta en prisión.
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La valoración que hacen las dos Caps de Programes entrevistadas de las evidenciasque reciben para llevar a cabo la valoración del riesgo es que, en general, es necesariomejorarlas. Apuntan varias cuestiones: en primer lugar, que a veces se copian directamentesin actualizarse al momento de realización del RisCanvi; en segundo lugar, que, en ocasiones,se detectan contradicciones entre las evidencias introducidas por los/as distintos/asprofesionales; en tercer lugar, que, a veces, son redundantes y, otras veces, muy escuetas, oincluso, que dan información que no tiene nada que ver con el ítem; y, por último, que —comoya se ha mencionado— algunas son directamente valorativas. Una de las Caps de Programesconcluye que “cuesta encontrar evidencias que técnicamente estén bien hechas”.Como se puede observar, esta valoración por parte de las dos Caps de Programesresulta coherente con las cuestiones que señalan los/as profesionales que elaboran lasevidencias, quienes explican que, por distintos motivos, algunas evidencias no se introducencorrectamente123 .

Valoración de los factores de riesgoLa siguiente actividad que se realiza en el proceso de aplicación del protocolo RisCanvies la valoración de los factores de riesgo, que consiste en la determinación de la presencia oausencia de los factores de riesgo a partir de las evidencias introducidas en la fase anterior.Estas valoraciones deben seguir los criterios que se establecen en el desplegable que seencuentra en el aplicativo del SIPC. En este sentido, en el Manual se señala que “cualquierinterpretación de los factores de riesgo ajena a las definiciones de la escala perjudica lafiabilidad y validez de la evaluación y por tanto pueden conducir a decisiones erróneas” y quela valoración del riesgo debe hacerse en las reuniones de los equipos multidisciplinares124 .Antes de abordar algunos aspectos específicos de esta actividad de valoración, esnecesario mencionar que toda la problemática apuntada antes, relativa a la ambigüedad,confusión y subjetividad en la interpretación de los factores de riesgo, se mantiene aquí.Los/as profesionales no solo afirman que tienen dificultades para interpretar algunosítems, sino que también observan que las valoraciones que se hacen por parte de los/asvalidadores/as respecto de algunos ítems son completamente subjetivas, de manera que laexistencia de diferentes formas de interpretar los factores de riesgo hace que, según quiénrealice la valoración, el resultado pueda ser totalmente diferente. Asimismo, las dos Caps de
Programes entrevistadas, que ejercen como validadoras, también indican que algunos factoresde riesgo resultan particularmente problemáticos para su valoración. En concreto, entre otrosejemplos, se refieren a la confusión entre los ítems “desajuste infantil” y “socialización o
123 Ante la explicación de todos estos problemas en relación con la introducción de las evidencias, pregunté a varias de
las personas entrevistadas si hacían uso de SOS RisCanvi, dado que el Manual de aplicación indica que hay un equipo
de Suport, Orientación i Seguiment de la implementación del projecte RisCanvi, que cuenta con una dirección de correo
electrónico que se puede utilizar para resolver las dudas y los problemas que se generen en su aplicación. En el caso
de los/as profesionales, la mayoría no conocía su existencia y, en el caso de las Caps de Programes, una de ellas lo
conocía y decía que lo utilizaba para resolver cuestiones y que lo encontraba útil, pero pensaba que no era para uso de
los/as profesionales, y la otra Cap de Programes explicaba que no lo había usado nunca porque le habían comentado
que ya no funcionaba. Por su parte, desde el Servei de Rehabilitació, confirmaron que este equipo está a disposición de
todos/as los/as profesionales y que su percepción es que se plantean menos dudas de las que hay.
124 Y se especifica que, en dichas reuniones, “se pondrá en común y se contrastará toda la información disponible
sobre el/la interno/a que es evaluada” y “se valorará la presencia o ausencia de los factores de riesgo, bajo la
supervisión y dirección del mando validador”.
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crianza problemática en la familia de origen” y a la subjetividad del ítem “actitudes pro-criminales o valores antisociales”.¿Cómo se realiza la actividad valoración de los factores de riesgo en la práctica? Unade las Caps de Programes es muy clara: “te explico cómo lo hago, que es como no hay quehacerlo: yo lo hago sola. No lo puedo hacer en equipo, no tengo tiempo”. De igual manera,todos/as los/as profesionales entrevistados/as, excepto uno125 , explican que la valoración nose hace en equipo, sino que la hace el/la validador/a individualmente, y la mayoría apuntaque es porque no hay tiempo, y que solo alguna vez —y también siempre que haya tiempo—,se consultan dudas por parte de los/as validadores/as a los/as profesionales. Por tanto, engeneral, esta actividad se realiza individualmente. Finalmente, desde el Servei de Rehabilitacióse afirma que su indicación es que esta valoración debe hacerse en equipo, pero, al mismotiempo, se reconoce que tienen conocimiento de que generalmente no se hace así.Las Caps de Programes apuntan dos problemáticas en relación con su actividad devaloración. En primer lugar, una de ellas menciona que una cuestión que en ocasionesdificulta la labor de valoración es que ellas no conocen a las personas privadas de libertad,puesto que, salvo para temas puntuales, no tienen contacto directo con ellas, de maneraque esto dificulta la detección de elementos que “no cuadran”. Y, en segundo lugar, ambasvalidadoras consideran que tienen mayor facilidad para valorar los ítems del área de suespecialización profesional (una de ellas es psicóloga y la otra es jurista) y que son necesariosconocimientos especializados para llevar a cabo una valoración correcta de los ítems decada área. Ambas señalan que estos problemas podrían solucionarse si se llevara a cabo lavaloración, de forma conjunta, en equipo. Asimismo, las dos explican que empezaron a realizaresta actividad de valoración sin haber sido previamente formadas para ello y, en ambos casos,fue posteriormente, cuando recibieron dicha formación específica.Finalmente, desde el Servei de Classificació, que se encarga de tomar algunas decisionespenitenciarias, y quienes cuentan para ello, no solo con los informes de los equipos y elresultado del RisCanvi, sino que también tienen acceso a cómo se ha elaborado el protocolo—pudiendo ver tanto las evidencias introducidas como la valoración que se ha hecho de losítems a partir de las anteriores— también se sostiene que, en ocasiones, las evidencias ylas valoraciones no están bien hechas. En este sentido, la persona entrevistada del Servei de
Classificació explica que, en algunas ocasiones, cuando realizan “sesiones clínicas” para tratarcasos complejos126 , se observa que en el RisCanvi no se había recogido toda la informaciónrelevante correctamente o que no se había realizado una adecuada valoración del riesgo, loque evidencia la necesidad de que la aplicación de este protocolo se realice en el seno delequipo y no que cada actividad sea realizada individualmente.

125 Uno de los juristas entrevistados explica que realizan las valoraciones en equipo en una sala con un proyector, que
cada profesional va diciendo sus evidencias y, en función de ellas, se decide la presencia o ausencia de los factores de
riesgo, teniendo la decisión última la persona validadora.
126 Tanto desde el Servei de Classificació, como desde el Servei de Rehabilitació, se explica que, en determinados
casos, especialmente complejos, se realizan reuniones en las que están presentes personas de ambos servicios y
profesionales de los equipos multidisciplinares de los centros penitenciarios, a las que denominan “sesiones clínicas”,
y que sirven para tratar en profundidad estos casos, poner en común la información y, así, poder buscar soluciones o
estrategias individualizadas.
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Generación de resultados, cierre de la evaluación y validaciónLa última actividad del proceso de aplicación del protocolo RisCanvi es la generación deresultados —por la actuación de una “combinación algorítmica”—, el cierre de la evaluacióny la validación 127 , que debe realizar el/la validador/a. Asimismo, se prevé la posibilidad deque el equipo —no el/la validador/a— realice “correcciones en el nivel de riesgo obtenido deforma automática y reflejado por el sistema”. Finalmente, se señala que, una vez obtenidos losresultados, su vigencia es de seis meses.La modificación o corrección del nivel de riesgo que da como resultado el protocolo

RisCanvi es una de las cuestiones más problemáticas en la práctica. El Manual de aplicaciónno especifica ni los motivos concretos por los que es procedente corregir el nivel de riesgoni si, en algún caso, no solo sería procedente sino obligatorio cambiar el nivel de riesgo, ytampoco se detalla en qué consiste exactamente esta corrección ni cuál es el procedimientoque debe seguirse para hacerla. En este sentido, entre las personas entrevistadas, se realizanconsideraciones de diversa índole.En primer lugar, desde el Servei de Rehabilitació se explica que la corrección del nivelde riesgo que se habilita se fundamenta en que el criterio clínico siempre debe estar porencima del RisCanvi y que consiste en la modificación directa del resultado: no se trata dela modificación de evidencias ni de valoraciones de ítems con el objetivo de que cambie elresultado, sino que se debe cambiar directamente el nivel de riesgo obtenido con el que nose está de acuerdo. Esta modificación debe hacerse en equipo, y de forma consensuada ymotivada. Asimismo, tanto desde este servicio como desde el Servei de Classificació, se afirma,con rotundidad, que cuando el equipo no esté de acuerdo con el nivel de riesgo porque suvisión, de acuerdo con su propio criterio clínico, sea distinta —considerándose que el nivelde riesgo no es real—, debe modificarse el resultado. En este sentido, la persona entrevistadadel Servei de Classificació señala que estas modificaciones son necesarias para que el sistemafuncione de manera coherente, y aprecia que se hace menos de lo que se debería.En segundo lugar, en el caso de las dos Caps de Programes entrevistadas —ambasvalidadoras del RisCanvi, pero en centros penitenciarios distintos—, sus explicacionesevidencian consideraciones y prácticas bastante diferentes en relación con la corrección delnivel de riesgo. En primer lugar, en relación con la frecuencia de esta práctica, una de ellasseñala que se hacen modificaciones del nivel de riesgo habitualmente y que la tendencia es ahacerlo cada vez más porque el resultado del RisCanvi se tiene cada vez más en cuenta paratomar cualquier decisión; mientras, la otra validadora señala que, dado que normalmente seestá de acuerdo con el nivel de riesgo, el resultado se modifica muy pocas veces. En segundolugar, mientras una de las validadoras explica que las correcciones del nivel de riesgo se hacentanto para incrementarlo128 como para disminuirlo129 , la otra validadora señala que las pocas
127 El Manual de aplicación señala que el “acto de validación representa la confirmación por parte de aquel/ella
[validador/a] de que la evaluación se ha hecho correctamente siguiendo el procedimiento establecido y los criterios
de la escala, y contando con la información relevante, objetiva y contrastada”. Y añade, además, que, en caso de que
no se cumpla con lo anterior, “con la finalidad de garantizar la calidad de la evaluación, el validador/a podrá solicitar a
los profesionales la obtención de información complementaria y aplazar el acto de cierre hasta que se haya recogido e
incorporado al RisCanvi”.
128 Pone como ejemplo el caso de las personas condenadas por delitos sexuales, respecto de las que explica que suele
ocurrir que dan niveles de riesgo bajos, y que, en esos casos, deciden aumentarlos con el objetivo de poder pautar en
su PIT la realización de programas intensivos.
129 El motivo más habitual suele ser que aprecian un peso excesivo de los factores estáticos, es decir, inmodificables a
pesar de la evolución de la persona en el tratamiento.
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veces que ha modificado el resultado ha sido para aumentar el nivel de riesgo, nunca pararebajarlo130 . Por último, una de las validadoras señala que, cuando no está de acuerdo con elnivel de riesgo, primero revisa las evidencias introducidas y cómo se han valorado los ítemspara determinar si es posible hacer algún cambio que pueda dar lugar a una modificacióndel resultado por dicha vía, y que, cuando esto no funciona, se modifica directamente elresultado y esto lo hace ella individualmente131 . Sin embargo, la otra validadora indica que lascorrecciones se hacen en equipo.En tercer y último lugar, en el caso de los/as profesionales entrevistados/as, la mayoríaafirma que el resultado del RisCanvi no suele modificarse —algunas personas afirman que nose modifica nunca132 — y que, cuando se hace, no se realiza en el equipo, sino que esta es unatarea que realiza el/la validador/a. Todos/as los/as profesionales explican que en ocasiones elresultado del RisCanvi no coincide con la visión que tiene el equipo respecto de la persona133 ,sin embargo, varias personas señalan que esta discrepancia no determina la corrección delnivel de riesgo para hacerlo coincidir con su criterio porque no le dan importancia134 oporque entienden que, si ellos/as han introducido correctamente sus evidencias y se hanvalorado los ítems de forma adecuada, no hay motivo para modificar el resultado. Comose verá después, esta cuestión resulta todavía más problemática cuando el resultado del
RisCanvi se traslada a otros agentes que intervienen en el proceso de toma de decisionespenitenciarias.Finalmente, una vez que se ha cerrado la evaluación, queda confirmado el resultado del
RisCanvi, el cual muestra los niveles de riesgo de los cinco tipos de comportamientos. Acontinuación, expondré los resultados extraídos del estudio realizado, en relación con el usoque se da a los niveles de riesgo generados por la aplicación del protocolo RisCanvi, primeroen el ámbito de la Administración penitenciaria y, posteriormente, por los otros agentes queintervienen en la toma de decisiones penitenciarias.

4.2.2. Cómo se usa el resultado del RisCanvi en el ámbito de la
Administración penitenciaria¿Cómo debe utilizarse el resultado del protocolo RisCanvi? ¿Qué relevancia debe tener enlas decisiones penitenciarias135 ? Estas cuestiones no se detallan en el Manual de aplicación

130 Pone como ejemplo los casos en los que el nivel de riesgo de violencia autodirigida sale alto, pero el equipo
considera que no es un riesgo real. Señala que, en estos casos, no se modifica el nivel de riesgo.
131 Añade que, solo en algunos casos, llama a la psicóloga del equipo para que le ayude a redactar los motivos para
justificar la modificación.
132 Una de las juristas entrevistadas explica que no se hacen modificaciones del nivel de riesgo, sino que, en algunas
ocasiones, se revisan las evidencias por si hay algún error, y que, si se observa que el riesgo es alto por la influencia de
factores estáticos, se explica en los informes, pero no se cambia el resultado.
133 Varias personas hacen referencia a casos en los que aprecian que los niveles de riesgo alto se deben al efecto de
los factores de riesgo estáticos, y este es el motivo por el que el equipo, que evalúa a la persona en función de su
evolución en el tratamiento, tiene una percepción distinta.
134 Así lo explica una de las educadoras entrevistadas, que señala —en tono de queja— lo siguiente: “ya tenemos
suficiente trabajo”, “la burocracia nos acaba comiendo”, “no puede pasar que pasemos más tiempo delante del
ordenador que en el patio”.
135 En este trabajo, me centro en las decisiones penitenciarias que suponen vías para ampliar el disfrute de la libertad,
pero sin profundizar en ninguna de ellas. No obstante, quiero anunciar que, en esta exposición, me referiré en varias
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al que he hecho referencia en el apartado anterior. Las únicas referencias al uso del resultadodel RisCanvi que he encontrado en otros textos elaborados por la Administración penitenciariatienen relación con la libertad condicional136 . Ante la ausencia de pautas para el uso delresultado del RisCanvi, a continuación, se exponen las explicaciones ofrecidas por las personasentrevistadas que forman parte de la Administración penitenciaria.En primer lugar, desde el Servei de Rehabilitació, en respuesta a la pregunta acerca de siexisten directrices para el uso del resultado del RisCanvipor parte de los/as profesionales, seseñala que la directriz es muy clara: “RisCanvi y su resultado permite acompañar los procesosde toma de decisiones, no los condiciona”, no sustituye la decisión del profesional, sino que laorienta. En este sentido, por un lado, en relación con la concesión de permisos de salida, seseñala que es posible el disfrute de permisos con riesgos altos, siempre que se haga un plande gestión de ese riesgo que incluya la incorporación de determinadas medidas o condiciones.Por otro lado, en relación con la elaboración del PIT, se reconoce que, cuando todos losriesgos son bajos, no es recomendable la realización de programas de tratamiento intensivos.En general, se considera que no es necesario establecer pautas rígidas sobre cómo usar elresultado del RisCanvi, puesto que debe dejarse margen al criterio de los/as profesionales.Finalmente, en cuanto a la inclusión del resultado del RisCanvi en los informes dirigidos a losórganos judiciales, consideran que no debería incorporarse —y menos aún las evidencias yla valoración de los ítems— porque es un dato que pueden interpretar erróneamente —al noser expertos—, de manera que lo que hay que facilitar son explicaciones sobre la situación dela persona, no este tipo de datos. Sin embargo, al mismo tiempo reconocen que, si un órganojudicial exige el resultado del RisCanvi, tienen la obligación de facilitárselo.En segundo lugar, desde el Servei de Classificació, se afirma que tienen muy en cuenta elresultado del RisCanvi para la toma de decisiones para las que son competentes, pero que esteno determina directamente el sentido de la decisión. En este sentido, se explica que un nivelde riesgo alto no impide la aprobación de una salida o un permiso, siempre que se acompañede un plan de gestión y control de ese riesgo137 , y que, si lo que ocurre es que no se está deacuerdo con ese nivel de riesgo, debe corregirse. Sin embargo, observan que no se hace todaslas veces que se debería y explican que, cuando detectan esos casos, dado que tienen acceso,suelen mirar más detenidamente la herramienta, revisando las evidencias y la valoración delos ítems, para tomar la decisión.En tercer lugar, en el caso de las Caps de Programes, ambas afirman que el resultado del
RisCanvi influye mucho en todas las decisiones, pero que no es determinante del sentido delas decisiones, y que es posible informar favorablemente de la concesión de un permiso de
ocasiones concretamente a los permisos para poner ejemplos que considero necesarios para la comprensión de
algunas cuestiones.
136 La Circular 1/2017, sobre gestión, ejecución y seguimiento de la libertad condicional, prevé que el protocolo
RisCanvi “debe orientar el plan de trabajo y seguimiento de la libertad condicional para con el objetivo de aplicar las
medidas y estrategias que se consideren necesarias en función de los escenarios de riesgo y de los factores protectores
detectados”. Por su parte, la Instrucció 4/2005 relativa a determinadas condiciones para el acceso a permisos de
salida y salidas programadas de internos en régimen ordinario, dado que es anterior a la creación del RisCanvi,
evidentemente no incluye ninguna referencia a este protocolo, sin embargo, cabe destacar que en ella las alusiones
al riesgo son numerosas (de hecho, se incorpora un protocolo de detección y actuación en internos de alto riesgo de
reincidencia en delitos sexuales, violentos y de violencia doméstica) y que, en consecuencia, sería previsible que la
aprobación de una nueva Circular diera lugar a la incorporación de alguna indicación relativa al resultado del RisCanvi.
137 Se señala que es indispensable explicar si es posible controlar ese riesgo y cómo se va a gestionar, y que las
carencias con respecto a esta cuestión son la causa de la mayoría de las denegaciones de permisos propuestos por la
JT a la Secretaria de Mesures Penals, Reinserció i Atenció a la Víctima.
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salida con riesgos altos, siempre que se presente un plan de gestión del riesgo adecuado.No obstante, una de ellas reconoce que cuesta más que se conceda un permiso cuando elriesgo es alto. En relación con el traslado de ese resultado a los órganos decisores y cómoeste influye en sus decisiones, explican que a la Secretaria de Mesures Penals, Reinserció i
Atenció a la Víctima —competente para autorizar las salidas inferiores a 48 horas— no esnecesario informarle porque ya tiene acceso al resultado y a toda la información introducidaen la herramienta (también ven si se ha modificado o no el nivel de riesgo), y que no sueledenegar por riesgos altos, pero sí que, a veces antes de resolver, suele pedir que se expliquemejor cómo será la gestión del riesgo, que se incorporen más medidas para controlarlo o,en ocasiones, reduce la duración de la salida. Por otro lado, al JVP siempre se le traslada elresultado del RisCanvi en los informes, normalmente, sin una explicación específica sobre elresultado, aunque apuntan que, en realidad, todo lo que menciona el informe está relacionadocon ese resultado, y, finalmente, una de ellas afirma que observa que el JVP en ocasiones usa elresultado del RisCanvi para denegar la concesión de permisos de salida por ese motivo.Por último, los/as profesionales de los equipos multidisciplinares ofrecen otrasexplicaciones sobre cómo se usa el resultado del RisCanvi 138 . En relación con el pesoque tiene el resultado del RisCanvi en la toma de decisiones, la mayoría afirma que resultadeterminante en el diseño del PIT139 , puesto que hay que partir del RisCanvi para elaborarlo.Sin embargo, en relación con los permisos de salida o la clasificación, en general, todos/aslos/as profesionales entrevistados/as afirman que no es un elemento determinante delsentido de la decisión, sino que es solo un elemento más140 . Y, concretamente, la mayoríaseñala que un nivel de riesgo alto no resulta un impedimento absoluto para informarfavorablemente de la concesión de un permiso, siempre que haya un plan para gestionarese riesgo141 . No obstante, un educador manifiesta que ver un riesgo alto “frena un poco”142 .Por otra parte, algunos/as de los/as profesionales entrevistados/as afirman que incluso esposible ignorar el resultado del RisCanvi si el equipo considera que no se corresponde con lavisión que tienen de la persona143 , pero también hay varias personas que señalan que, en loscasos de condenas por delitos que generan una mayor alarma social o que son más mediáticos,
138 Como punto de partida, hay que tener en cuenta que señalan que, normalmente, el resultado no se menciona en la
siguiente reunión de equipo, sino que queda registrado en el SIPC (donde pueden consultarlo todos los miembros del
equipo) y solo se comenta cuando se plantea la toma de alguna decisión como la primera clasificación, las regresiones
o progresiones de grado, la concesión de un permiso de salida o de la libertad condicional.
139 Uno de los psicólogos entrevistados explica que el RisCanvi indica dónde y cómo tienen que intervenir los
profesionales, y que es muy difícil cuestionarlo con su criterio técnico.
140 En este sentido, uno de los juristas entrevistados se expresa con claridad: “el RisCanvi no es una conditio sine qua
non, es simplemente un instrumento más”.
141 Uno de los psicólogos entrevistados manifiesta que, cuando deciden informar favorablemente con riesgos altos, se
exigen muchas explicaciones y, en los que resuelve la Secretaria de Mesures Penals, Reinserció i Atenció a la Víctima,
en ocasiones, la presencia del riesgo alto hace que concedan la salida, pero con una duración menor a la propuesta.
Por su parte, un educador señala que a veces los mandos intermedios tienen más reticencias que el resto del equipo y
considera que se debe a que no conocen a la persona y solo ven los informes y el nivel de riesgo.
142 Concretamente, explica lo siguiente: “si sale alto y, aun así, le queremos dar un permiso, podemos hacerlo, pero sí
que frena un poco porque piensas que, si sale mal, dirán: mira qué tontos, les daba alto y tiraron para adelante”.
143 En general, la mayoría de los/as profesionales entrevistados/as señalan que algunas veces no están de acuerdo
con el nivel de riesgo que da el RisCanvi. Concretamente, los dos psicólogos entrevistados son especialmente críticos
con los resultados de la herramienta, por el nivel de acierto de sus predicciones o porque se considera que se debería
afinar más su resultado, incorporando más niveles de riesgo.
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como los delitos sexuales, adquiere mayor peso y puede ser determinante144 . En relación conel traslado de ese resultado a los órganos decisores y cómo este influye en sus decisiones,la mayoría explica que siempre se incluye el resultado del RisCanvi en los informes que sedirigen a los órganos judiciales145 y todos/as señalan que, normalmente, no se acompaña deninguna explicación específica sobre ese resultado146 . Es interesante la reflexión que haceuna psicóloga entrevistada, la cual afirma que no añaden explicaciones del resultado porqueno saben cómo se genera, ya que no conocen cómo están ponderados los ítems en el algoritmoy esto hace que no puedan ni explicarlo ni cuestionarlo147 . Finalmente, varios/as de los/asprofesionales entrevistados/as afirman que el JVP en ocasiones aprovecha los resultados deriesgo alto para denegar permisos, sin atender al resto de explicaciones que se dan en losinformes de los equipos148 .

4.2.3. Qué información tienen del RisCanvi y cómo usan su
resultado los otros agentes que intervienen en la toma de
decisiones penitenciariasEn los procesos de toma de decisiones penitenciarias no solo interviene la Administraciónpenitenciaria, sino que también lo hacen otros agentes: los órganos judiciales competentespara resolver cuestiones de vigilancia penitenciaria, el MF que es parte en los incidentespenitenciarios que alcanzan el ámbito judicial y los/as abogados/as que defienden losintereses de las personas privadas de libertad. ¿Qué conocimiento tienen estos agentes sobreel protocolo RisCanvi y su forma de aplicación? ¿Son informados de sus resultados? En su caso,¿cómo valoran y hacen uso de esos resultados?En primer lugar, en relación con los órganos judiciales, las tres personas entrevistadasexplican que no se les ha ofrecido información sobre el protocolo RisCanvi y que losconocimientos que tienen sobre los ítems que se valoran y cómo es el proceso los hanobtenido porque han buscado información por su cuenta149 . Por un lado, en cuanto a lainformación del resultado del RisCanvi, explican que habitualmente se encuentra recogido

144 Un educador señala que influye mucho el tipo de delito en el peso que se le da al resultado del RisCanvi y que,
por ejemplo, en delitos sexuales, a pesar de que pueda considerarse que el riesgo no debería ser alto, piensan: “¡Ey, si
marca eso el RisCanvi, no me la juego!”.
145 Algunas personas añaden que se hace porque es una exigencia del JVP o de la Subdirección de Tratamiento
del centro penitenciario. Solo una persona indica que únicamente se incorpora el resultado a estos informes si lo
consideran una información relevante en el caso concreto.
146 Uno de los juristas entrevistados reconoce que existe un déficit explicativo, ya que incluso en ocasiones, la forma
de exponer el resultado de riesgo en los informes es: “RisCanvi: M-M-A-B-A” y considera que, para hacerlo así,
sería mejor no mencionarlo. Por otro lado, algunas personas indican que alguna vez explican la posible influencia de
factores estáticos en el resultado de riesgo.
147 Al hilo de esta reflexión, esta psicóloga explica que es un instrumento que genera inseguridad en los/as
profesionales, puesto que, cuando no están de acuerdo con los niveles de riesgo que da, no pueden cuestionarlo,
“porque es una herramienta que es un algoritmo, y dices: pues vale”, y esto hace que tengan la sensación de trabajar
“un poco a ciegas”.
148 Tras referirse a esta cuestión una de las juristas entrevistadas concluye que “es una herramienta que se usa a
beneficio de cada uno”, e, igualmente, una trabajadora social concluye que “cada uno se fija en lo que quiere fijarse”.
149 Las tres personas entrevistadas tienen cierto conocimiento sobre qué es el protocolo RisCanvi y cómo se aplica,
pero solo uno de los magistrados conoce que existe la posibilidad de corregir el resultado del RisCanvi.
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en los informes que les dirigen los equipos; que, si no está, siempre lo pide el MF o ellosmismos150 ; y que normalmente se exponen los niveles de riesgo como un dato, de maneraaislada sin incluir ninguna explicación, salvo alguna ocasión en la que se señala la influenciade factores estáticos151 . Por otro lado, en relación con el uso que hacen del resultado del
RisCanvi, las tres personas entrevistadas manifiestan que es una información importante,pero que no se prioriza respecto a otros elementos, que se hace una valoración conjuntay el nivel de riesgo no se considera un elemento determinante, de manera que tiene queencontrarse respaldado por lo que refleje el informe del equipo, en donde se pueda entenderde dónde sale ese nivel de riesgo152 . En este sentido, afirman que, por ejemplo, la presenciade niveles de riesgo medios o altos no resulta incompatible con el disfrute de permisosde salida, siempre que se explique cómo se va a gestionar y controlar ese riesgo153 . Noobstante, los dos magistrados entrevistados advierten de que los casos en los que se hacenpropuestas favorables con niveles de riesgo altos son los más problemáticos para resolver, yel JVP señala que para conceder tiene que apreciar la convicción del equipo en el sentido dela propuesta154 . Uno de ellos señala que, sabiendo que se puede modificar el resultado, siinforman favorablemente y no rebajan el nivel de riesgo, no se entiende nada, y esto lleva apensar que si pudiéndose, no se corrige, será porque deberá tenerse en cuenta la presencia deese nivel de riesgo más allá de lo que se relate en el informe. El otro magistrado afirma que, enesos casos, van “un poco a ciegas” y reconoce que un nivel de riesgo alto “es un dato que saltamuy a la vista”, por lo que es difícil obviarlo155 .En segundo lugar, las personas entrevistadas que forman parte de la Fiscalía de VigilanciaPenitenciaria de Barcelona afirman que conocen muy bien el protocolo RisCanvi, puesto que
150 Solamente uno de los magistrados señala que él no pide el resultado del RisCanvi si no está en los informes porque
entiende que, si el equipo no ha incluido esa información, será por algún motivo.
151 Uno de los magistrados apunta que se debería incorporar la explicación sobre cómo se llega a ese resultado porque
debe tratarse como una prueba pericial que requiere de la interpretación del resultado por quienes son expertos, y
anuncia que pretende empezar a solicitar que se faciliten las evidencias y las valoraciones de los ítems porque, si no,
es como “ir a ciegas”. Por su parte, el JVP entrevistado explica que cuando hay niveles de riesgo medios o altos, en
ocasiones, solicita ampliación de información sobre el resultado del RisCanvi para que se explique a qué se deben los
niveles de riesgo y/o cómo se pretenden gestionar. También pide información cuando ve casos de personas que ya
han salido varias veces autorizadas por la Administración y, a pesar de ello, siguen teniendo niveles de riesgo alto en
quebrantamiento, que no se entienden.
152 Se señala que el resultado del RisCanvi no puede utilizarse como motivo único, por ejemplo, para la denegación
de un permiso de salida, sino que tiene que ir acompañado de otros argumentos. Los dos magistrados entrevistados
explican que es habitual que el MF utilice el resultado del RisCanvi como argumento para oponerse, y critican
la posibilidad de instrumentalizar este dato para simplificar la toma de decisiones. En este sentido, uno de los
magistrados afirma que basarse solo en el RisCanvi para fundamentar una decisión constituye una falta de motivación,
que puede llegar a constituir una causa de indefensión material, y que es necesario que haya algo más porque está en
juego el derecho a la libertad y es necesario dar buenas razones para limitarlo.
153 No obstante, uno de los magistrados entrevistados reconoce que, en el caso de determinados delitos, que son muy
graves, los niveles de riesgo pueden tener un mayor peso en la decisión.
154 El JVP entrevistado señala que hay casos en los que percibe que la propuesta de permiso se hace porque se había
pactado una fecha en el PIT para empezar a disfrutar de permisos de salida, y, entonces, se proponen a pesar de que
los riesgos son altos, pero sin que se aprecie la convicción del equipo. En esos casos, no concede el permiso.
155 Al hilo de esta cuestión, hace referencia al riesgo de exposición mediática que puede suponer que una persona
reincida durante un permiso concedido a pesar de los niveles de riesgo altos. Asimismo, aprecia que, desde el punto
de vista constitucional, el uso del resultado del RisCanvi puede resultar problemático porque puede conducir hacia
concepciones de Derecho penal de autor.
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la Fiscalía participó en la Comisión que dio lugar a su creación156 y que, cuando se incorporóeste instrumento, se les hizo una presentación muy completa sobre sus características ysu forma de aplicación. En general, consideran que la utilización del RisCanvi constituye unmétodo para valorar la peligrosidad más fiable que el juicio clínico y, en este sentido, lovaloran positivamente y creen que se ha avanzado mucho. Explican que casi siempre seincluye el resultado del último RisCanvi en los informes y que, cuando no está, siempre lopiden. Apuntan que en ocasiones se añade alguna explicación, dependiendo del profesionalque realiza el informe157 . En cuanto al uso que hacen de esta información, señalan que losniveles de riesgo altos no se pueden obviar y, por eso, suelen ser motivo de oposición en susinformes. Finalmente, consideran una cuestión central la corrección del resultado de riesgocuando este no se corresponde con la visión de los/as profesionales del equipo. Así, cuando seencuentran con casos en los que se aprecia dicha discordancia entre la valoración del equipoy el resultado del RisCanvi, dado que saben que el equipo tiene la posibilidad de modificarel nivel de riesgo, a veces, piden en su informe que se modifique el nivel de riesgo, y noconsideran suficiente que se añada una explicación sobre los motivos por los que se mantieneese nivel de riesgo. Insisten en que, mientras se mantenga el dato del resultado de riesgo alto,no es posible obviarlo, puesto que resulta contradictorio. Además, interpretan esta situacióncomo un problema de asunción de responsabilidades, puesto que consideran que, de estaforma, los equipos se protegen y traspasan la asunción del riesgo a otras instancias.En tercer y último lugar, los/as abogados/as entrevistados/as explican que el resultadodel RisCanvi suele recogerse en los informes158 , sin ninguna explicación que complemente elresultado159 . En relación con el uso que hace la Administración del protocolo RisCanvi, unode los abogados considera que se trata de una herramienta que se utiliza para automatizar eltratamiento y las tres personas entrevistadas afirman que —al menos de momento— no seestá utilizando como un elemento determinante del sentido de sus decisiones sobre salidas deprisión160 . Sin embargo, observan que el MF utiliza el resultado del RisCanvi para oponerse—que, de hecho, solo lo menciona si le interesa para fundamentar su posición— y que losJVP, influidos por la posición del MF, le dan un peso mayor que el que le otorgan los equiposmultidisciplinares y las JT. Finalmente, en relación con las posibilidades de defensa frente alas decisiones que puedan basarse en la información que ofrece este instrumento, uno delos abogados afirma que es posible cuestionar tanto el resultado —con la información quehay en los informes sobre la persona— como su valor probatorio —haciendo alusión a quetiene un carácter probabilístico y a que está influido por factores estáticos—. Sin embargo,
156 De hecho, dicha Comisión es conocida como la “Comisión Mena”, por ser este el apellido del Fiscal Jefe de
Catalunya en aquel momento.
157 No consideran necesario tener acceso a las evidencias ni a la valoración de los ítems porque no son psicólogos/as,
sino juristas, de manera que no tienen los conocimientos para interpretar por sí mismos esta información.
158 Los/as tres abogados/as entrevistados/as afirman que nunca han pedido el resultado del RisCanvi cuando este no
se encontraba incluido en los informes, y solo uno de ellos explica que alguna vez ha pedido que hagan a su cliente
un nuevo RisCanvi porque las JT son cada 45 días y la revisión del RisCanvi es cada 6 meses, de manera que ha podido
cambiar el nivel de riesgo.
159 Uno de los abogados entrevistados explica que alguna vez ha solicitado prueba al equipo para que especifique
cómo se ha llegado al resultado del RisCanvi, pero en todas las ocasiones lo han desestimado diciendo que ya está
toda la información en el informe.
160 Uno de los abogados entrevistados explica que, si los/as profesionales de los equipos consideran que ha llegado el
momento de proponer salidas, lo suelen hacer a pesar del riesgo.
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las otras dos personas entrevistadas apuntan que, si bien es posible intentar contrarrestar losresultados de riesgo alto del RisCanvi con las valoraciones positivas de los informes o, en sucaso, aportando informes nuevos, dado que el MF se acoge a ese dato como una informaciónque tiene entidad propia y que no se compensa con el resto de explicaciones de los informes,si el JVP asume esa posición, “estás vendido”, no es posible cuestionarlo porque “vas a ciegas”y, dada la naturaleza científico-estadística de la información, no hay controversia jurídicaposible.

4.2.4. ¿Y las personas privadas de libertad?¿Las personas privadas de libertad conocen qué es el protocolo RisCanvi? ¿Son informadasde su aplicación? ¿Y de su resultado?161 En primer lugar, desde el Servei de Rehabilitació, señalan que no hay una directrizconcreta respecto de esta cuestión —incluso una de las personas entrevistadas reconoce queno habían pensado en esto—, pero que quizás sí debería informarse, tanto de la aplicación delprotocolo como de su resultado. En cualquier caso, consideran que, si la persona presa pide elresultado del RisCanvi, tiene derecho a recibirlo.En segundo lugar —y como confirmación de lo anterior—, todos/as los/as profesionalesde los equipos multidisciplinares entrevistados/as afirman que no se informa a las personasprivadas de libertad sobre el RisCanvi 162 , y la mayoría cree que muchos no saben ni queexiste163 . Varios/as apuntan que no informan ni de la aplicación ni del resultado porque el
RisCanvi es una herramienta interna de trabajo para los/as profesionales164 . No obstante,la mayoría considera que, si se pidiera el resultado del último RisCanvi, se lo tendrían quefacilitar.En tercer lugar, tanto los/as fiscales entrevistados/as como los dos magistrados y el JVPafirman que no saben si se informa a las personas privadas de libertad sobre el RisCanvi,pero señalan que, en todo caso, no es una información que se les oculte porque aparece enlos informes de los equipos multidisciplinares y en sus resoluciones. Asimismo, todas laspersonas entrevistadas consideran que, si pidieran el resultado del último RisCanvi, deberíanfacilitárselo.Por último, los/as abogados/as entrevistados/as señalan que la mayoría de sus clientesno sabe que existe el RisCanvi porque es una información que no se les facilita y a la que soloacceden en algunos casos cuando recurren decisiones penitenciarias.
161 Estas preguntas fueron incluidas en todas las entrevistas realizadas y la práctica totalidad de las respuestas
fueron negativas o dudosas, incluso algunas personas parecían contrariadas y afirmaban que ni siquiera se las habían
planteado antes.
162 Uno de los juristas entrevistados señala que, a diferencia de lo que ocurre con el PIT, que hay un trámite para
presentárselo a la persona, con el resultado del RisCanvi, no hay nada previsto.
163 Uno de los educadores entrevistados afirma lo siguiente: “creo que el 90% de los internos no sabe que hacemos
este experimento, creo que lo verían demasiado mágico”. Una trabajadora social apunta que solo lo conocen quienes
tienen un/a abogado/a que defiende sus intereses.
164 De hecho, uno de los psicólogos entrevistados apunta que es mejor que sea así porque considera que, si no,
podrían manipular el resultado con facilidad.
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5. CONCLUSIONESEl análisis teórico realizado en los primeros apartados de este trabajo y los resultadosdel estudio sobre el uso del protocolo RisCanvi expuestos en el apartado anterior permiten laelaboración de las siguientes conclusiones.La primera conclusión es que, sin duda, el lugar que ocupa el protocolo RisCanvien elsistema penitenciario catalán, y el hecho de que no se trate de un instrumento aislado, sinoque es parte de todo un modelo nuevo que se pretende asentar y consolidar, confirma lapresencia del fenómeno del Derecho penitenciario del riesgo. La centralidad de la evaluacióndel riesgo en la ejecución de la pena de prisión es un rasgo que se pretende que seafundamental en el sistema penitenciario catalán. Así se plantea expresamente en el modelo derehabilitación de las prisiones catalanas y coincide, en la práctica, tanto con lo manifestadopor las personas entrevistadas que ocupan cargos en los servicios de la Secretaria de Mesures
Penals, Reinserció i Atenció a la Víctima —que explican que se trabaja con el modelo deintervención basado en las necesidades criminógenas, de manera que debe partirse de laaplicación prioritaria del protocolo RisCanvi para guiar la intervención y evaluar la evoluciónde la persona—, como con las explicaciones ofrecidas por los/as profesionales de los equiposmultidisciplinares. En este sentido, el contenido del PIT se deriva y está condicionado porla valoración del riesgo, la cual no solo orienta el diseño del tratamiento —dando lugar ala necesidad de que la persona realice unos determinados programas—, sino que tambiénindica qué intensidad debe tener ese tratamiento. Todo ello muestra que el RisCanvi noes una herramienta más, sino que es un instrumento de gran relevancia y cuyo objetivoes que la evaluación del riesgo guíe el itinerario de rehabilitación. Como se ha visto, estaobligatoriedad y priorización de la realización del RisCanvigenera reticencias por parte delos/as profesionales, en primer lugar, por la carga de trabajo que supone y porque, enconsecuencia, reduce el tiempo disponible para la realización de otras tareas, y, en segundolugar, porque algunos/as profesionales consideran que no permite captar la complejidadinherente a la intervención con las personas privadas de libertad.Por tanto, por un lado, con el RisCanvi se pretende un cambio de paradigma en eltratamiento penitenciario, que consiste en la adopción de la valoración del riesgo como elcriterio de individualización de la intervención. Y, por otro lado, se aprecia la resistenciade los/as profesionales a abandonar sus rutinas y criterios profesionales, rechazando lacentralidad del análisis del riesgo en su intervención profesional. Así, es posible concluirque, más que la sustitución del paradigma rehabilitador por el paradigma del riesgo, en laactualidad, se observan “hibridaciones”165 entre ambos. No obstante, con ello no quiero decirque ambos se estén haciendo compatibles. Desde mi punto de vista, la aproximación a lapráctica confirma que el paradigma del riesgo no hace desaparecer la idea de rehabilitación,pero la subordina a la efectividad en la minimización del riesgo166 , y ello, a su vez, confirmael fenómeno del Derecho penitenciario del riesgo. En este sentido, considero que, con lavaloración del riesgo a través del RisCanvi como eje vertebrador de la ejecución, se perpetúa
165 BRANDARIZ GARCÍA, J.Á.: “¿Una teleología de la seguridad sin libertad? La difusión de lógicas actuariales y
gerenciales en las políticas punitivas”, en La metamorfosis del Estado y del Derecho, Presno Linera, M.Á. (coord.), Junta
General del Principado de Asturias, Oviedo, 2014, p. 318.
166 También con una perspectiva crítica al respecto, RUEDA SORIANO, Y./NAVARRO BLASCO, E.: “Los sistemas
actuariales de prevención y gestión de riesgos en el ámbito penitenciario”, op. cit., p. 66: señalan que “desde un
punto de vista criminológico, el enfocar el tratamiento exclusivamente sobre valoraciones y gestión de riesgos parece
centrarse más en el concepto de peligrosidad que en el de verdadera rehabilitación. Dicho en otras palabras, lo
verdaderamente importante es la defensa de la sociedad por encima de la integración del penado en la misma”.
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la consideración de la persona privada de libertad, no como un sujeto de derecho, sino comoun objeto, y en concreto, como una fuente de peligro que es necesario evaluar, clasificar ycontrolar.La segunda conclusión de este trabajo es que se aprecian numerosos problemas en laaplicación del protocolo RisCanvi que incrementan los motivos para cuestionar la fiabilidadde esta herramienta. Como se ha visto, los/as profesionales hacen referencia a gravesproblemas especialmente relacionados con la obtención de la información, la introducciónde las evidencias y el proceso de valoración de los ítems. Así, se revela un distanciamientoentre la correcta aplicación del protocolo y lo que ocurre en la práctica. De esta forma, seañaden argumentos para cuestionar que el RisCanvi pueda considerarse una herramientafiable. A pesar de que se anuncie que con ella se pretende favorecer la objetividad y laaplicación de métodos científicos en la intervención penitenciaria, no solo adolece de lasmismas limitaciones que se atribuyen, en general, a todas las herramientas de este tipo, sinoque a las anteriores se añaden las derivadas de los déficits que se han mostrado en su formade aplicación en la práctica167 .La tercera conclusión a la que he llegado en esta investigación es que la consideración quese hace del resultado del RisCanvi varía radicalmente en función del tipo de agente u órganoque lo reciba, y que, en general, todos/as los/as intervinientes advierten serios problemaspara cuestionar dicho resultado.Uno de los interrogantes principales que me planteé al inicio de esta investigación—y también una de las cuestiones que más se han criticado— era si el resultado del
RisCanvi se utiliza como una información determinante o decisiva para la toma de decisionespenitenciarias168 . A partir de las entrevistas realizadas a los/as profesionales y órganos dela Administración penitenciaria catalana, se puede afirmar que, en la práctica, el nivel deriesgo no constituye, generalmente, un elemento determinante del sentido de las decisionespenitenciarias que abren posibilidades de acceso a mayores cuotas de libertad, respetándoseasí lo previsto en el art. 6.1 RP169 .Sin embargo, a pesar de que esta cuestión parece estar clara, los problemas aparecen,en primer lugar, cuando se requiere a los/as profesionales, no solo que decidan de acuerdocon su criterio —aunque este contradiga lo que dice la herramienta—, sino que, además,para hacerlo, confronten el resultado de la herramienta, cuestionándolo explícitamente.Las reticencias y dificultades en el cuestionamiento del resultado del RisCanvi se observanespecialmente en relación con la posibilidad que da el protocolo de corregir el resultadode riesgo. Esta es una cuestión fundamental, teniendo en cuenta que estas herramientas —incluso aunque se aplicaran correctamente— generan errores170 , y que esta es la vía para,
167 MARTÍNEZ GARAY, L.: “Evidence-based sentencing y evidencia científica. A la vez, algunas consideraciones sobre
las «políticas basadas en la evidencia» y el derecho penal”, op. cit., p. 255: “ningún algoritmo, por complejo que sea,
puede dar resultados de mayor calidad que la de los datos con los que se lo «alimenta». Si los datos con que trabaja la
máquina son incompletos o incorrectos, las estimaciones que con ellos se hagan también lo serán”.
168 RUEDA SORIANO, Y./NAVARRO BLASCO, E.: “Los sistemas actuariales de prevención y gestión de riesgos en el
ámbito penitenciario”, op. cit., p. 64: “La introducción de sistemas actuariales de predicción y gestión de riesgos,
que nos aportan datos pretendidamente científicos y objetivos, pueden llevar a la tentación de aplicar de forma
automática los resultados obtenidos a partir de la aplicación del pertinente algoritmo hasta el punto de predeterminar
la decisión, dejando de lado otros factores que necesariamente han de ser tenidos en cuenta”.
169 “Ninguna decisión de la Administración penitenciaria que implique la apreciación del comportamiento humano
de los reclusos podrá fundamentarse, exclusivamente, en un tratamiento automatizado de datos o informaciones que
ofrezcan una definición del perfil o de la personalidad del interno”.
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en el caso de detectarlos, poder enmendarlos. Sin embargo, como se ha mostrado, la mayoríade los/as profesionales no entienden —o entienden de distinta forma— esta posibilidad y,habitualmente, aunque no estén de acuerdo con el nivel de riesgo que da la herramienta, no locorrigen y, en su caso, argumentan en el sentido que consideran con el resto de informaciónde la que disponen simplemente ignorando dicho resultado. Desde mi punto de vista, queesto ocurra pone en evidencia, en primer lugar, que no se alcanza a comprender ni lascaracterísticas de esta herramienta ni su función en el modelo de intervención; en segundolugar, que aunque lo anterior se entienda, su carácter científico, su apariencia de objetividady la imposibilidad de saber cómo funciona el algoritmo generan la impresión de que no esposible contradecirla; y, en tercer lugar, que, en cualquier caso, aunque se pueda considerarposible su cuestionamiento, tomar esta decisión —especialmente, si se trata de corregir elriesgo en el sentido de reducirlo— resulta difícil porque impone al profesional que —para laactuación de acuerdo con su criterio técnico— contradiga una información que se presentacomo científica y objetiva y que, en último término, se percibe como un dato que puedevolverse en contra del profesional, en caso de que ocurra algún incidente en el futuro.Y, en segundo lugar, los problemas se multiplican en relación con el uso del resultadodel RisCanvi y las posibilidades de su cuestionamiento, cuando el proceso de toma dedecisiones penitenciarias alcanza a los agentes que no forman parte de la Administraciónpenitenciaria. El motivo es que el resultado del RisCanvi sale del ámbito de la Administración—donde funciona dentro de una lógica y un modelo—, como un dato aparentemente objetivoy científico y que adquiere una entidad propia y descontextualizada, pues —como se havisto—, por mucho que se recoja dentro de unos informes que pretendan justificar unaposición favorable a un mayor disfrute de la libertad, tiende a apreciarse aisladamente.La interpretación que se hace por algunos agentes es que, aunque se relate una correctaevolución del sujeto, hay riesgo. Así lo concibe el MF, que da a este dato una gran importanciay que —conociendo bien cómo funciona el protocolo— no obvia los resultados de riesgo altos,aunque vengan acompañados de informes favorables, porque sabe que existe la posibilidad decorregirlos. A partir de esta oposición, los órganos judiciales, con un conocimiento diverso delas particularidades del uso de esta herramienta —en función del interés particular que hayanpodido tener en informarse— y a los que, habitualmente, los equipos no facilitan informaciónpara comprenderla mejor, tienen dos opciones: entender este dato como parte del informe delequipo y considerar que si el informe es favorable y no hay en él información que respaldeun nivel de riesgo alto, no deben tampoco ellos considerarlo un dato determinante; o, alcontrario, asumir la posición del MF y entender que, a pesar de lo que plantee el informe,existe un riesgo que no se puede obviar y que tiene un peso específico por el que puederesultar decisivo171 . Aquí se mezcla la problemática apuntada unas líneas más arriba sobre lacorrección del resultado del RisCanvi con la pluralidad de agentes que participan en la toma de
170 CASTRO LIÑARES, D.: Los instrumentos de valoración y gestión de riesgos en el modelo de penalidad español, op.
cit., p. 94: advierte de que “la lógica gerencial-actuarial tiene por objetivo minimizar la apariencia de falibilidad”, de
manera que su planteamiento es que “el origen de los fallos se encuentra en una deficiente implementación del
sistema, o del instrumento o lógica operativa en particular” y que, en consecuencia, “la solución no es desechar el
elemento que produjo el error, sino redoblar los esfuerzos e invertir más recursos en perfeccionar una implementación
que necesariamente tiene que dar buenos resultados”. Es necesario negar esta lógica para evitar que se obvie que, en
cualquier caso, por muy bueno que sea el instrumento, dada la complejidad del comportamiento humano, siempre va
a generar errores.
171 RUEDA SORIANO, Y./NAVARRO BLASCO, E.: “Los sistemas actuariales de prevención y gestión de riesgos en el
ámbito penitenciario”, op. cit., p. 64: “consideramos que son un complemento muy útil para la toma de decisiones
que requieren efectuar un pronóstico de comportamiento futuro”, pero, “la influencia de dichos instrumentos en la
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decisiones penitenciarias. Esto se traduce en lo siguiente: se dan casos en los que, por ejemplo,en el marco de la posibilidad de concesión de un permiso ordinario de salida, el RisCanvida como resultado riesgos altos con los que el equipo no está de acuerdo (posibles falsospositivos), y decide informar favorablemente apoyándose en la información que recoge en suinforme, pero sin modificar el resultado. Ante este escenario, el MF se opone a la concesióndel permiso por el nivel de riesgo alto y, entonces, dependiendo del criterio que adopte elórgano judicial en concreto, podrá bastar (o no) este dato para denegar el permiso. En estoscasos, se puede apreciar que, en último término, lo que prevalece es que hay una herramientacientífica que señala que existe un riesgo alto de que el sujeto reincida o quebrante. Comoafirma uno de los magistrados entrevistados, lo que ocurre es que este es un dato que “saltaa la vista” y que, jurídicamente —por el carácter científico-estadístico de esa información—,es difícil de cuestionar. Además, hay que tener en cuenta que, aunque los magistrados y elJVP entrevistados señalan que el resultado del RisCanvi no puede constituir una motivaciónsuficiente para la denegación de la concesión de un mayor grado de libertad, en la actualidad,no existe ninguna disposición legal que prohíba la toma de decisiones judiciales con baseexclusivamente en el resultado de estos instrumentos.La cuarta conclusión que se deriva de este análisis es que, pese a que el uso del RisCanviconfirma la tendencia hacia un Derecho penitenciario del riesgo, este no contribuye a reducirlas prácticas del Derecho penitenciario del enemigo en la toma de decisiones penitenciarias.A pesar de que, desde la Secretaria de Mesures Penals, Reinserció i Atenció a la Víctima, seafirme que una de las pretensiones del uso del protocolo RisCanvi es que se abandonen lasprácticas que tradicionalmente han bloqueado a determinadas tipologías delictivas (graves yviolentas) las posibilidades de acceder a permisos o a progresiones de grado si los nivelesde riesgo son bajos, de las entrevistas realizadas, se desprende que, tanto el cuestionamientodel resultado como el peso en la toma de decisiones penitenciarias de niveles de riesgo altos,varía en función del tipo de delito cometido. Es decir, un nivel de riesgo alto, previsiblemente,tendrá más peso en la toma de decisiones en el caso de una persona condenada por un delitosexual violento que respecto de otra condenada por un delito de estafa. Y, en el caso de que nose esté de acuerdo con ese nivel de riesgo alto, resultará mucho más difícil cuestionarlo —y,todavía más, corregirlo— en el primer caso que en el segundo. Asimismo, como explicaronvarios/as de los/as profesionales entrevistados/as, que el resultado sea de riesgo bajo endelitos de tipología sexual es uno de los motivos más habituales de corrección del riesgo,por supuesto, para elevarlo. Por tanto, esto evidencia que el uso del RisCanvi se alinea con el
Derecho penitenciario del enemigo que coloca a determinadas tipologías delictivas en peorescondiciones para acceder a la libertad de forma progresiva.La quinta conclusión es que, si la consideración que se tiene de la ejecución de la penade prisión ya evidencia un menor reconocimiento de las garantías jurídicas que limitan el
ius puniendi en esta fase, la aplicación del protocolo RisCanvi no mejora el estatus jurídicode las personas privadas de libertad. De hecho, ocurre todo lo contrario: perpetúa suconsideración de objetos, como fuentes de peligro que hay que observar, evaluar y controlar.Y, en este sentido, resulta altamente significativo que las personas privadas de libertad nosean informadas ni de la aplicación del protocolo ni de sus resultados. Desde mi punto devista, esta situación es inadmisible. Partiendo de la necesaria consideración de las personasprivadas de libertad como sujetos de derecho y para cumplir con la normativa vigente172 ,deben ser informadas tanto de la aplicación del protocolo RisCanvi como de su resultado.
decisión de los/as jueces/zas y fiscales, en muchas ocasiones observamos que es decisiva, erigiéndose como el único
elemento a tener en cuenta a la hora de decidir”.
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Especialmente, ante la evidencia de que, aunque la Administración penitenciaria considere el
RisCanvi una herramienta interna y, en principio, no use su resultado de forma decisiva, hayotros agentes que sí lo hacen, puesto que el dato del nivel de riesgo no se queda en el interiorde los muros, sino que los traspasa. La defensa de los derechos de las personas privadas delibertad —y más aun teniendo en cuenta que el derecho en juego es el derecho fundamentala la libertad— requiere —como mínimo— del conocimiento de esta información para poder,al menos, tener la oportunidad de cuestionarla. En cualquier caso, desde mi punto de vista,aunque se informara del resultado del RisCanvi, eso no suprimiría el riesgo de indefensión quegenera esta herramienta, puesto que, como explican los/as abogados/as entrevistados/as, elcuestionamiento de este tipo de información con argumentos jurídicos resulta muy difícil173 .Mi conclusión final es que, por un lado, debe rechazarse de plano que sea posibleconfigurar un modelo de intervención penitenciaria centrado en la valoración del riesgocon este tipo de instrumentos, puesto que resulta difícilmente compatible con el respeto alprincipio constitucional de orientación de las penas hacia la reeducación y reinserción social,dado que subordina la rehabilitación a la minimización del riesgo. Y, por otro lado, debeasegurarse la prohibición absoluta del uso de instrumentos de valoración del riesgo parala toma de decisiones penitenciarias que afectan al grado de restricción de la libertad, porel nivel de inseguridad jurídica y por el riesgo de indefensión que generan. El margen delibertad que preservan las personas presas —quienes, insisto, no se convierten en objetoscuando ingresan en las prisiones— debe gozar del máximo nivel de protección. Con estasafirmaciones no pretendo negar las virtudes y las posibles utilidades tanto del protocolo
RisCanvi como del resto de herramientas de este tipo, pero debe rechazarse que sea posibleutilizarlas —resulten determinantes o no— en los procesos de toma de decisiones queimplican restricciones de derechos fundamentales, especialmente, si se trata del derecho ala libertad174 . Por eso, es necesario que se regulen jurídicamente sus usos posibles pararestringirlos de acuerdo con el respeto a los principios limitadores que deben regir unejercicio del poder punitivo legítimo en un Estado social y democrático de Derecho.

172 Tanto para respetar lo previsto en el art. 112.3 RP que prevé que “el interno podrá rechazar libremente o no
colaborar en la realización de cualquier técnica de estudio de su personalidad, sin que ello tenga consecuencias
disciplinarias, regimentales ni de regresión de grado”, pues, difícilmente podrá respetarse este precepto si las personas
privadas de libertad ni siquiera saben que existe esa técnica de estudio de su personalidad; como para cumplir con
la normativa de protección de datos personales (Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos
Personales y garantía de los derechos digitales).
173 GARCÍA-BORÉS ESPI, J./LÓPEZ GONSÁLVEZ, T./OVIEDO FUENTES, P./GARÉS CALABUIG, C.: “Lógicas, contenidos y
límites del modelo rehabilitador”, op. cit., pp. 85-86: la introducción de estos instrumentos ha supuesto para los/as
abogados/as “una limitación en el momento de llevar a cabo su trabajo de réplica y defensa de los derechos de los
internos, en la medida en que el abandono del lenguaje jurídico, junto a la legitimación con criterios de cientificidad de
las decisiones adoptadas, no dejan cabida a los criterios legales, incrementando de este modo la indefensión jurídica
de presos y presas”; RUEDA SORIANO, Y./NAVARRO BLASCO, E.: “Los sistemas actuariales de prevención y gestión de
riesgos en el ámbito penitenciario”, op. cit., p. 64.
174 BRANDARIZ GARCÍA, J.Á.: El modelo gerencial-actuarial de la penalidad: eficacia, riesgo y sistema penal, op. cit.,
p. 259: “en consonancia con una lectura social de la técnica, no cabe sino asumir que una tecnología no es positiva
ni negativa en sí, sino que su valoración depende del uso concreto que se haga de ella o, en este caso, de la
gubernamentalidad a la que se instrumentalice”.
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